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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, el señor Ministro de Justicia, y el señor Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 60ª, ordinaria,  en 7 de marzo; 61ª, extraordinaria, y 62ª, ordinaria, ambas en 8 de marzo, y la sesión de Instalación del Senado, en 11 de marzo, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia (boletín Nº 2.815-05).



--Queda para tabla.



Con el segundo informa que aprobó la propuesta formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la  tramitación  del  proyecto  que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (boletín Nº 3.825-11).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual remite la información proporcionada por el Ministerio del Interior respecto de las respuestas pendientes a consultas de los Parlamentarios.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, sobre la postulación que realizó el Estado de Chile ante la UNESCO para que las iglesias coloniales del norte del país sean declaradas Patrimonio de la Humanidad.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, respecto de la consideración de los valores nacionales, patrimonio cultural, tradiciones y música patria en los programas de educación.



Del señor Ministro de Agricultura, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Larraín, relativo a los problemas que afectan a los productores de berries de la Región del Maule y en particular a los de la comuna de Colbún.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, con los que contesta otros tantos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, tocantes a los fundamentos de la disminución de la talla mínima legal para la extracción del erizo y a programas de fomento del desarrollo pesquero en Caleta Tortel.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informe



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre responsabilidad fiscal (boletín N° 4.000-05). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.
PROPUESTA SOBRE COMPOSICIÓN 

DE COMISIONES PERMANENTES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- De conformidad con el artículo 30 del Reglamento, el señor Secretario dará cuenta de la propuesta para la conformación de las Comisiones del Senado. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- La proposición del señor Presidente es la siguiente: 



Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización: Senadores señores Hosaín Sabag, Ricardo Núñez, Víctor Pérez Varela, Carlos Bianchi y Hernán Larraín. 



Comisión de Relaciones Exteriores: Senadores señores Jorge Pizarro, Jaime Gazmuri, Roberto Muñoz Barra, Juan Antonio Coloma y Sergio Romero. 



Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: Senadores señora María Soledad Alvear y señores Pedro Muñoz Aburto, José Antonio Gómez, Hernán Larraín y Alberto Espina. 



Comisión de Economía: Senadores señora Evelyn Matthei y señores José García, Jorge Pizarro, Roberto Muñoz Barra y Guillermo Vásquez. 



Comisión de Hacienda: Senadores señores Hosaín Sabag, Camilo Escalona, Carlos Ominami, Jovino Novoa y José García. 



Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide, Ricardo Núñez, Alejandro Navarro, Andrés Chadwick y Carlos Cantero. 



Comisión de Defensa Nacional: Senadores señores Adolfo Zaldívar, Jaime Gazmuri, Jorge Arancibia, Juan Antonio Coloma y Baldo Prokurica. 



Comisión de Obras Públicas: Senadores señores Juan Pablo Letelier, Mariano Ruiz-Esquide, Víctor Pérez Varela, Sergio Romero y Carlos Ignacio Kuschel.



Comisión de Agricultura: Senadores señores Jaime Naranjo, Guillermo Vásquez, Juan Antonio Coloma, Alberto Espina y Andrés Allamand.



Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales: Senadores señores Pablo Longueira, Antonio Horvath, Andrés Allamand, Alejandro Navarro y Nelson Ávila.



Comisión de Trabajo y Previsión Social: Senadores señora María Soledad Alvear y señores Pedro Muñoz Aburto, Juan Pablo Letelier, Pablo Longueira y Andrés Allamand.



Comisión de Salud: Senadores señora Evelyn Matthei y señores Carlos Ignacio Kuschel, Carlos Ominami, Mariano Ruiz-Esquide y Guido Girardi.



Comisión de Minería y Energía: Senadores señores Ricardo Núñez, Adolfo Zaldívar, José Antonio Gómez, Jaime Orpis y Baldo Prokurica.



Comisión de Vivienda y Urbanismo: Senadores señores Jaime Naranjo, Hosaín Sabag, Víctor Pérez Varela, Pablo Longueira y Carlos Cantero.



Comisión de Transportes y Telecomunicaciones: Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro, Jovino Novoa, Jaime Orpis y Antonio Horvath.



Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: Senadores señores Jaime Naranjo, Adolfo Zaldívar, Fernando Flores, Andrés Chadwick y Carlos Ignacio Kuschel.



Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: Honorables señores Nelson Ávila, Camilo Escalona, Jorge Arancibia, Antonio Horvath y Carlos Bianchi.



Comisión de Régimen Interior: Honorables señores Roberto Muñoz Barra, Hosaín Sabag, Alejandro Navarro, Sergio Romero y Jorge Arancibia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición.



--Se aprueba.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En consecuencia, quedan en condiciones de constituirse todas las Comisiones.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Una vez que se agreguen los últimos nombres sugeridos, se distribuirá la lista a todos los señores Senadores.

El señor NAVARRO.- Muy bien. 
V. FÁCIL DESPACHO
REEMPLAZO DE NÓMINA DE BENEFICIARIOS DE POLLA CHILENA DE BENEFICENCIA Y DE LOTERÍA DE CONCEPCIÓN Y NUEVA ASIGNACIÓN DE RECURSOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº 120, de 1960, de Hacienda, Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia. (boletín Nº 2815-05) (Véase en los Anexos documento 2).

--Los antecedentes sobre el proyecto (2815-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 18 de junio de 2002.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 60ª, en 7 de marzo de 2006.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Hacienda (nuevo), sesión 58ª, en 17 de enero de 2006.


Mixta, sesión 2ª, en 15 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesiones 40ª, en 11 de octubre de 2005 (vuelve a Comisión de Hacienda); 58ª, en 17 de enero de 2006 (se aprueba en general y particular).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, del artículo 1º, nuevo, introducido por el Senado.



En el referido precepto se incluyeron dos nuevos beneficiarios del sistema de sorteos de la Polla Chilena de Beneficencia: el Fondo Nacional de Salud y la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez. 



La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó, como forma y modo de resolver la discrepancia, aprobar el artículo 1º, nuevo, tal como fue despachado por esta Corporación en el segundo trámite.



Además, dejó constancia de que en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos deberá analizarse el tema y contemplarse un mecanismo de carácter general y permanente de acceso a subvenciones públicas y de  incorporación de nuevas organizaciones en calidad de beneficiarias.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado, donde se consignan las distintas etapas de tramitación de la iniciativa y en cuyas dos últimas columnas se transcriben la proposición de la Comisión Mixta y el texto que resultaría si ésta se aprobara.



Por último, cabe señalar que la Cámara Baja acogió esa propuesta en sesión celebrada ayer. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros. 



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Honorable señor Ominami. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, con el informe de la Comisión Mixta, que, tal como se indicó, ya fue aprobado por la Cámara de Diputados, culmina una larga historia, que tiene como antecedente importante una moción, presentada en 2001 por el entonces Diputado y actual Senador señor Navarro, tendiente a reasignar algunos de los fondos que generan los distintos juegos de azar que realiza la Polla Chilena de Beneficencia.



En lo esencial, la iniciativa elimina del listado a cuatro instituciones, las cuales, por diversas razones, no califican para continuar recibiendo el beneficio. Ellas son: CEMA-Chile, el Comité Nacional de Jardines Infantiles y Navidad, que dejó de funcionar; la Corporación de Ayuda al Menor (CORDAM), que se disolvió, y la Fundación Septiembre, que también, motu proprio, puso término a sus labores.   



El proyecto reasigna los recursos entre las organizaciones que hoy son beneficiarias e incluye una nueva: la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez, que busca favorecer a jóvenes en condiciones de alta vulnerabilidad.



En verdad, los montos involucrados son bastante modestos. Estamos hablando de más o menos 150 millones de pesos, que quedan liberados al suprimirse la ayuda a las cuatro entidades mencionadas. Esa cantidad será reasignada de acuerdo con las proporciones señaladas en el informe.



Lo anterior fue discutido y aprobado en forma mayoritaria por esta Sala; pero, desgraciadamente, en su oportunidad no fue acogido por la Cámara Baja. 


En la Comisión Mixta se revisaron los dos criterios y, en definitiva, los señores Diputados presentes se allanaron a respaldar el planteamiento formulado por el Senado, con dos consideraciones que creo necesario dejar establecidas.



Primero, conceder recursos, vía Ley de Presupuestos, a la Asociación de Guías y Scouts de Chile, en respuesta a las peticiones formuladas por muchos señores Parlamentarios. Al efecto, existe el compromiso del Ministerio de Hacienda de contemplar para dicha institución, en el Presupuesto para el año 2007, una asignación equivalente a la que habría recibido si hubiera sido incorporada en este proyecto, como inicialmente se había planteado.



Segundo, abrir discusión con el objeto de crear un mecanismo más amplio de acceso a estos beneficios para distintas organizaciones que, con toda legitimidad, con todo derecho aspiran a recibir recursos del Estado. 



Sobre esa base, la Comisión Mixta aprobó por unanimidad el informe, que -reitero- ya fue acogido por la Cámara de Diputados. Sería conveniente que el Senado también lo ratificara, a fin de terminar la tramitación de la iniciativa, que se ha extendido excesivamente. Y ello, en mi opinión, tiene al Gobierno y al Congreso en cierta situación de déficit,  toda vez que se ha continuado transfiriendo recursos a instituciones que han dejado de funcionar o cuya existencia hoy se halla bajo cuestionamiento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, después de la intervención del Honorable señor Ominami, quiero entender que respecto de las instituciones que comenzarán a recibir los beneficios de la ley,  se estaría ya aceptando la idea de una cierta concursabilidad. Porque sucede que la entrega de recursos a entidades con un margen muy acotado y que no revisten carácter nacional podría ser un tanto riesgoso, a mi juicio, desde el punto de vista del lobby que se va a realizar para obtenerlos.



En consecuencia, me quedaría tranquilo si en el futuro concursaran las instituciones que presentan una acción acotada. Si no, simplemente cabría concluir que tendrá lugar una pecha, una presión permanente, en el caso de aquellas que funcionan en las Regiones que representan los señores Senadores y que merecerían también un beneficio de esta naturaleza.



Me habría gustado, sí, que las entidades de que se trata hubieran sido de carácter nacional.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad vemos con mucha satisfacción que está en su trámite final la iniciativa que nació en la otra rama del Congreso, que impulsamos junto con otros Parlamentarios y cuyo objetivo es corregir el hecho de que algunas instituciones en definitiva, en opinión de muchos señores Diputados, no estaban cumpliendo con la acción social para la cual recibían dinero de Polla Chilena de Beneficencia.



Sin embargo, en la discusión que se generó en la Cámara –que ha sido parte de la que tuvo lugar en el Senado- se hizo referencia a que no se dispone de un mecanismo eficiente, claro, transparente, oportuno, para que tales entidades puedan participar y obtener financiamiento a través del Estado por llevar  a cabo una tarea en subsidio de éste. Y, en ese sentido, una normativa que distribuye un porcentaje de la venta de boletos de Polla Chilena de Beneficencia no puede ser una ley estanca. Lo que se requiere, sin duda, es un procedimiento en virtud del cual todas ellas tengan la posibilidad de participar, de tal manera que finalmente no medien privilegios y puedan optar nuevas instituciones que cumplan ese tipo de acciones.



Durante la trayectoria del proyecto en la Cámara de Diputados, conversamos con representantes del Gobierno, y existe el compromiso de debatir un fondo institucional, de modo que el conjunto de las entidades que realizan objetivos sociales puedan participar, independientemente de lo asignado por Polla. Y en la Comisión Mixta hemos accedido a las modificaciones planteadas por el Senado, para poder despachar el proyecto, que establece un principio de justicia y reasigna recursos, pero que deja pendiente, indiscutiblemente, el compromiso -esperamos que el Gobierno lo ratifique- de discutir en la Comisión de Presupuestos la creación del mencionado fondo, lo que, por lo demás, constituye una petición ampliamente apoyada por dichas instituciones a lo largo del país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, son comprensibles, por supuesto, los planteamientos contenidos en la iniciativa. Sin embargo, en ella se consigna un procedimiento –y me gustaría preguntar sobre el particular al señor Ministro, que entiendo que la está analizando- en virtud del cual se pierden los derechos a través de un decreto supremo fundado del Ministerio de Hacienda o del de Justicia, en el caso de que alguna corporación o fundación deje de realizar aquellos objetivos para los cuales se le entregaron los beneficios.



Con anterioridad, la incorporación a estos últimos ha sido por ley, y entiendo que la pérdida del derecho –formulo la consulta a los autores del proyecto y al señor Ministro- debiera ser en la misma forma y no en virtud de un mero acto administrativo. Porque me parece riesgoso que mañana, a través de esa última vía, se interprete que una institución no cumple con el objetivo y pierda los recursos.



Lo pregunto porque no formé parte de la Comisión y me gustaría que el señor Ministro nos impusiera del sentido de la norma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, quizás cabe informar al Honorable señor Prokurica que ese punto es parte del proyecto, pero no de la controversia discutida en la Comisión Mixta. El artículo 2º del…

El señor PROKURICA.- En el texto original no estaba.

El señor OMINAMI.- El artículo 2º agrega un inciso segundo, nuevo, que expresa que “A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo” (…) “cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este artículo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”. Es decir, ello se integra en el fondo y se redistribuye de manera alícuota entre las instituciones que ya forman parte del sistema.

El señor PROKURICA.- Lo tengo claro; pero mi consulta es si en la ley original existía esa forma de perder el beneficio. Entiendo que se trata de algo nuevo. Y ésa es mi consulta al señor Ministro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el debate y apreciación de la totalidad de las fundaciones o corporaciones beneficiarias de la ley tuvimos la oportunidad de conversar con cada una de ellas. Quedó en claro que muchas se encontraban con balances realmente atrasados, en cinco o seis años, y que, en definitiva, el mecanismo de evaluación del cumplimiento de los objetivos aplicado por el Ministerio de Justicia sólo revisa balances y no fiscaliza. Y en cada uno de los estatutos de esas instituciones queda establecido que en caso de disolución tiene lugar una transferencia de bienes a un organismo previamente definido en sus propios estatutos. Y el Ministerio de Justicia -hasta donde tengo entendido- cuenta con la facultad de poner fin a la entidad si efectivamente se aleja de los objetivos que justificaron la creación de la corporación o fundación.



En consecuencia, aun cuando ya el punto fue aprobado por el Senado y la Cámara y no es parte del estudio de la Comisión Mixta, aspiro a que en definitiva los mecanismos de fiscalización correspondientes al Ministerio de Justicia sean más eficientes, dado que la revisión de los balances es sólo un examen administrativo que no da cuenta de los temas de fondo. Es decir, se revisan los estados contables, pero no el cumplimiento de los objetivos.



En ese sentido, debe existir un mecanismo de evaluación que permita que, al ser abandonados estos últimos, cualquier ciudadano pueda denunciar el incumplimiento al Ministerio de Justicia. Y me parece adecuado, sin duda, introducirlo en la ley, particularmente respecto de los que ya son receptores de subsidios estatales.



En la discusión sobre un fondo común de financiamiento para todas las instituciones, los mecanismos de fiscalización y evaluación deben desarrollarse en forma más amplia. Eso fue lo que se discutió en el breve debate en la Cámara de Diputados y en la Comisión Mixta, donde quedó establecido así.



La idea es despachar el proyecto y transformarlo en ley, porque, además, existe consenso respecto de las entidades que recibirán la redistribución de los recursos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, queda claro que se trata de una nueva forma de perder los derechos.



Ahora bien, quiero dejar establecido algo para la historia de la ley. Porque comparto con el Honorable señor Navarro que efectivamente la revisión es solamente formal y que se entiende que se efectuará una más de fondo. Pero, ¿qué hace una organización que cree estar cumpliendo con sus objetivos y a cuyos derechos pone término el Ministerio? ¿Puede ir a los tribunales? ¿Existe esa posibilidad o se trata de una cuestión administrativa, instancia en la cual acaba? Porque se pueden producir injusticias.



Formulo las consultas, aunque sea ésta “la hora nona” del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, con relación a la iniciativa que nos ocupa, sólo deseo dejar aclarado que los distintos Comités, como lo ha expresado el señor Presidente de la Comisión Mixta, pedimos en su oportunidad la incorporación de unas de las principales organizaciones juveniles: la Asociación de Guías y Scouts de Chile. Ello se logró por la vía de la Ley de Presupuestos, en el sentido de asignar a esa entidad una cantidad equivalente, más o menos, a lo que le hubiera correspondido conforme a la ley, de acuerdo con el ejercicio de simulación efectuado.



Deseo dejar fehacientemente establecido que ello seguirá operando en los años sucesivos y no sólo en el 2006. Y me gustaría que ratificaran lo anterior quienes estuvieron a cargo del despacho del texto en la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Está por cumplirse el tiempo de Fácil Despacho. La siguiente será la última intervención y se votará.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, se trata de algo muy sencillo. Únicamente expresaré mi agrado por el hecho de que la tramitación del proyecto esté llegando a su fin, y porque es justo y legítimo lo que se ha estado haciendo; pero, por sobre todo, por la incorporación de la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez, que ha desempeñado una labor muy fructífera, diría, en beneficio de los menores  de edad más necesitados, y que se halla en serias dificultades económicas. No me cabe duda de que esta última entidad se fortalecerá con dicho aporte y que ha de seguir desarrollando su actividad.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Sólo deseo que se corrija un error en el número 2) del artículo 2º, que dice: “Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital ‘Guillermo Grant Benavente’, respectivamente.”, en circunstancias de que dicho Servicio fue dividido en dos: el de Concepción y el de Arauco. 



Por lo tanto, debería borrarse la expresión “Arauco” para que la ley se corresponda con la realidad.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si hay acuerdo, se realizará la corrección sugerida por el señor Senador.



Si le pareciera a la Sala, daríamos por aprobada la proposición de la Comisión Mixta.

El señor COLOMA.- Pido votación electrónica, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No está funcionando el sistema electrónico.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Estará operativo  para el martes próximo. Como hubo cambios en los escaños de los señores Senadores, debió modificarse. Se trabajará en ello este fin de semana.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Podría votarse en forma económica.

El señor MUÑOZ BARRA.- Perfecto, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si hay acuerdo, así se procederá.



Acordado.



--En votación a mano alzada, se aprueba la proposición de la Comisión Mixta (34 votos a favor y 4 abstenciones), con la corrección formal propuesta por el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Fácil Despacho.
VI. ORDEN DEL DÍA
COMPETENCIA DESLEAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre competencia desleal, con segundo informe de la Comisión de Economía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3356-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 12 de julio de 2005.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005.


Economía (segundo), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005 (se aprueba en general).
El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 12 de octubre del año pasado.



El segundo informe de la Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones el artículo 13, que pasó a ser 8º. Por lo tanto, como esta disposición conserva el mismo texto del primer informe, debería darse por aprobada, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 de nuestro Reglamento,  salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de la Sala, solicite someterla a discusión y votación.



Cabe hacer presente que tal norma tiene rango de orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si ningún señor Senador impugna dicho artículo, debe darse por aprobado conforme al Reglamento.



--Se aprueba reglamentariamente, dejándose constancia de que votaron a favor 33 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Las demás constancias reglamentarias se detallan en el informe.



Las enmiendas al proyecto aprobado en general fueron resueltas por unanimidad; de manera que, en virtud de lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deberían votarse sin debate, salvo que algún señor Senador, antes del inicio de  la discusión en particular, solicite debatir la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas, que transcriben el texto del proyecto aprobado en general; las modificaciones del segundo informe, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto

El señor BIANCHI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en primer lugar, dada la definición de competencia desleal que aparece en el artículo 3º (“toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres, que por medios ilegítimos persiga desviar clientela de un agente del mercado”), que es imprecisa y vaga, se abre la posibilidad del uso abusivo de esta norma, pues quienes tienen más capacidad para financiar acciones legales destinadas a denunciar y perseguir alguna de las conductas desleales, enumeradas en el artículo 4º en forma no taxativa, estarán en mejores condiciones para privilegiar su posición dominante mediante el ejercicio de acciones que tengan como objetivo impedir que aparezcan nuevos competidores. 



Una disposición como ésta, vaga e imprecisa, atenta contra el surgimiento y la subsistencia de competidores medianos y pequeños.



En segundo término, el proyecto debiera incluir los resguardos necesarios para desestimular el uso abusivo y malicioso de las acciones consignadas en el articulado. Esto no se considera, lo que puede provocar un grave desequilibrio entre los actores económicos involucrados.



En consecuencia, sobre la base de lo expuesto, mi opinión es que la iniciativa tiene elementos que atentan contra la libre competencia, consagrando una herramienta jurídica cuyo uso podría generar desigualdades y estimular monopolios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, sé que reglamentariamente no corresponde intervenir en general; pero, dado que muchos señores Senadores -algunos se vienen integrando al trabajo legislativo- no conocen en detalle el proyecto, porque la Comisión de Economía aprobó un texto muy distinto del que recibimos de la Cámara de Diputados, pido que se me permita informar brevemente las principales modificaciones del segundo informe.



Si hay acuerdo, podría exponer en mi condición de ex Presidente de la Comisión de Economía. Dejé de serlo el 10 de marzo recién pasado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado por el señor Senador.



--Así se acuerda.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en Chile tenemos leyes para proteger los derechos de los consumidores, para resguardar la libre competencia y también para evitar abusos en materia de propiedad industrial. La legislación comparada muestra que los países más avanzados cuentan, además, con normativas legales para impedir la competencia desleal.



Ante esto, un grupo de Diputados, en forma transversal, presentaron hace más de un año un proyecto sobre la materia, que ahora se encuentra en nuestra Corporación. Su análisis se radicó en la Comisión de Economía, en la cual, gracias a la gestión del ex Presidente del Senado don Sergio Romero y del ex Vicepresidente don Jaime Gazmuri, a través de la Comisión de Régimen Interior, se pudo contratar la importante asesoría de dos destacados profesionales del Derecho Comercial: los señores Enrique Barros Bourie y Mauricio Tapia Rodríguez. Ellos se dieron a la tarea de revisar toda la legislación comparada sobre la materia.



De ahí surge el texto que proponemos a la Sala, el cual fue aprobado unánimemente en la Comisión de Economía a través de sucesivas reuniones de trabajo.



En él se señala que la ley en proyecto podrá ser aplicada en conjunto con otros tres cuerpos legales, como son los relativos a la protección de los derechos de los consumidores; a la cautela de la propiedad industrial y a la libre competencia.



Asimismo, establece que, sin que la enumeración sea taxativa, son considerados actos contrarios a la libre competencia y, por lo tanto, competencia desleal los siguientes:



"a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.



"b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.



"c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado. Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.



"d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.



"e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.



"f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.



"g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.".



Por lo tanto, en nombre de los señores Senadores que integrábamos la Comisión de Economía, estoy en condiciones de afirmar que la iniciativa en debate, que se halla en segundo trámite constitucional para que, a su vez, cumpla el tercer trámite en la Cámara de Diputados, es un proyecto serio, acorde con la legislación más moderna existente en el mundo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, sólo deseo aportar algunos elementos de análisis adicionales a los entregados por el anterior Presidente de la Comisión de Economía.



Hoy en día nuestra legislación protege la libre competencia a través del DFL Nº 1, de 2005, de Economía, que fijó el texto refundido del decreto ley Nº 211, de 1973. Asimismo, se dictó una normativa para proteger los derechos del consumidor. No obstante, hay un vacío legal respecto de una tercera arista: la competencia leal que debe existir entre los agentes del mercado.



Por consiguiente, la ley en proyecto viene a complementar iniciativas legales adicionales, dentro de las cuales cabe agregar todas las modificaciones a la propiedad intelectual y a la propiedad industrial.



En materia de competencia desleal, desde un punto de vista conceptual, el proyecto no se pronuncia en cuanto a si en el mercado existe o no libre competencia, sino que exige que ésta debe desarrollarse dentro de un marco ético acorde con  las prácticas comerciales.



El profesor Enrique Barros, quien nos prestó una gran colaboración y es uno de los abogados más prestigiosos en el tema que nos ocupa, señaló -y existe constancia de ello en el primer informe de la Comisión- que "De naturaleza por completo diferente a los atentados a la libre competencia son los actos de competencia desleal.". Y agregó que “En este caso, el bien protegido no es la estructura competitiva y abierta del mercado, sino la decencia y la corrección de la conducta de los competidores en un mercado de estructura competitiva. Por eso," -añade- “para que haya competencia desleal no se requiere analizar el poder de mercado; basta calificar la conducta competitiva como contraria a las buenas costumbres competitivas, cualquiera sea la posición relativa de los competidores en el mercado respectivo.". Es decir, no importa la posición dominante.



A continuación, en el referido informe se señala: "Por lo mismo, la calificación de una conducta como de competencia desleal no requiere el análisis microeconómico, que resulta inevitable en materias de libre competencia. Sin embargo, todo indica que la calificación de desleal de una conducta también supone asumir que ella tiene efectos contrarios a la competencia, en la medida en que entorpece la decisión de los consumidores, de modo que las fronteras entre competencia desleal y libre competencia suelen no ser tan nítidas en el límite.".



Por esa razón, las acciones en materia de competencia desleal no excluyen la interposición de acciones sobre libre competencia, derechos del consumidor, o eventualmente de propiedad intelectual o propiedad industrial. Por eso se trata de  una legislación complementaria.



Por último, deseo añadir que con el texto legal que nos ocupa se cierra el círculo, porque quedan contempladas las distintas hipótesis en lo que respecta a libre competencia y transparencia en el mercado y, desde mi punto de vista, sólo faltaría avanzar decididamente en la legislación sobre tribunales tributarios, que ojalá se concrete a la brevedad posible.



En relación con la inquietud planteada por el Senador señor  Bianchi en materia de un eventual abuso de acciones judiciales, la letra g) del artículo 4º del proyecto considera un acto de competencia desleal el ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales destinadas a entorpecer operaciones competitivas. De tal manera que esa hipótesis también queda contemplada en el precepto referido.



Por estas razones, concurriremos a la aprobación de la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, sólo deseo complementar lo que han señalado algunos señores Senadores.



El proyecto se originó en moción presentada por diversos señores Diputados hace más de un año, y fue objeto de una discusión particular bastante acuciosa en la Comisión de Economía.



En general, en el referido órgano técnico llegamos a total acuerdo respecto del texto sometido a la consideración del Senado. Ahora deberá pasar a la Cámara de Diputados para que se revisen las observaciones que hemos hecho.



La iniciativa en debate completa una legislación que contiene varios elementos.



Uno es el que ya mejoramos con la ley que crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia -antes se llamaba Tribunal Antimonopolios-, cuyas normas buscan resguardar que no se aprovechen negativamente posiciones dominantes en el mercado, sean monopólicas, oligopólicas, etcétera. O sea, se pretende cautelar la libre competencia o el funcionamiento normal de los mercados, pues es muy común en las economías de mercado la existencia de posiciones de predominio, las cuales pueden utilizarse para impedir una verdadera competencia leal.



Por otra parte, la Ley sobre Protección de Derechos del Consumidor, referida también a conductas comerciales y de otro tipo, procura que no se afecten los derechos de los consumidores, que no haya engaño en cuanto a la naturaleza de los productos, etcétera.



Además, existe un conjunto de disposiciones legales que resguardan la propiedad intelectual y la propiedad industrial y que fundamentalmente protegen los derechos sobre marcas, invenciones, etcétera, que impulsen las empresas o personas que trabajan en los distintos mercados.



Y, por último, hay un aspecto que en la legislación comparada    -como se señaló en la Sala- se halla regulado de manera específica: la figura particular que surge entre dos agentes del mercado que utilizan procedimientos que vulneran la ética de las relaciones comerciales para desplazarse el uno al otro. No basta que haya una posición dominante. Efectivamente, aquí se presenta una situación muy particular. Hay dos agentes de mercado, uno de los cuales, mediante procedimientos considerados ilícitos, intenta desplazar de aquél al otro. 



Existen algunas conductas -éste es un tema que nos tomó mucho tiempo resolver bien en la Comisión- que violan ciertas disposiciones, que pueden vulnerar los derechos del consumidor o afectar lo que llamamos la “libre competencia" -vale decir, aprovechar una posición dominante-, y que incluso podrían constituir competencia desleal respecto de otra empresa. Pero hay determinados actos y conductas que son propios de competencia desleal: el desprestigio del competidor; el desprestigio específico (el rumor de que el restorán del frente funciona sin las condiciones de higiene necesarias); como se dijo acá, el utilizar argumentos racistas o de distinta índole para sacar de la competencia o causar un perjuicio dentro de ella a otro agente. En fin, existen diversas acciones que pueden ser calificadas como de competencia desleal.



La definición del tipo necesariamente debe ser genérica, pues resulta bastante difícil tipificar de manera exhaustiva comportamientos de esa naturaleza. Lo digo a raíz de la observación de un señor Senador. Si se analizan las definiciones que hubo que efectuar cuando se discutió la ley que creó el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, se verá que también tuvieron que ser genéricas, por cuanto definir el buen y normal funcionamiento de los mercados es una cuestión muy difícil. Además, la experiencia demuestra que cuando se establecen tipos demasiado rígidos siempre surgen prácticas nuevas de carácter ilícito. “Hecha la ley, hecha la trampa". 



En materia de conductas comerciales o de competencia, resulta casi imposible tipificar figuras penales o civiles precisas. Por tanto, siempre habrá un elemento que deberá juzgar la magistratura. Por eso se hace una definición genérica en el artículo 3º, y una enumeración no taxativa en el 4º, porque, si la enumeración fuera taxativa, podrían surgir nuevas conductas que atentaran contra la libre competencia, pero que, al no estar señaladas en forma específica en la ley, quedarían sin sanción, violándose el espíritu de ella. 



En consecuencia, siempre en legislaciones de esta índole -por lo menos eso me indica mi experiencia, y he visto varias-, la definición del tipo, de la conducta que se sanciona, inevitablemente debe ser de carácter  genérico, por la propia naturaleza de la normativa de que se trata.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, después de haber leído el informe de la Comisión, tengo la impresión de que el proyecto que se somete a nuestra consideración es un texto enteramente nuevo en contraste con el original. No estoy tratando de hacer una comparación odiosa, sino, simplemente, de destacar un hecho recurrente. El Senado, una vez más, ha logrado un acuerdo, al interior de la Comisión de Economía, con una asesoría legislativa de primer nivel, lo que, sin duda, nos está marcando una orientación acerca de lo que debe hacerse en el futuro en esta Corporación: contar con asesores legislativos de esa categoría, a fin de presentar al país una iniciativa que, sin duda, será extraordinariamente bien conceptuada a partir del análisis objetivo de sus disposiciones.



En segundo lugar, quiero resaltar que toda esta temática de la competencia desleal se halla referida al plano interno. Queda pendiente, por muchas razones, lo que deberíamos plantearnos el día de mañana frente a una competencia desleal en el ámbito internacional. Hoy, con un mundo internacionalizado, en el cual se han ido borrando las fronteras, y con un país como Chile, que se ha abierto hacia el exterior, nuestra preocupación también debería estar enfocada al tema desde una perspectiva internacional.



Una competencia desleal, en términos internacionales, implica falta de posibilidades y de oportunidades para países que, como el nuestro, tratan de ganar grandes mercados a costa de mucho esfuerzo, de mucho sacrificio e, incluso, de incomprensiones, como una divisa a nivel muy bajo que está haciendo peligrar, en su existencia, a múltiples pequeñas y medianas empresas.



Abordar la competencia desleal en el plano internacional es un compromiso que nos correspondería adoptar como Senado, a fin de establecer los parámetros de cómo deberíamos plantearnos el día de mañana ante un evento de esa naturaleza. Pienso que éste es un tema que la Comisión de Relaciones Exteriores tendría que tomar como propio, de tal forma de explorar si a través de la Organización Mundial del Comercio, de la propia Comisión de Distorsiones existente en nuestro país, Chile podría evitar la acción de países dominantes en el mercado internacional, que muchas veces procuran establecer barreras paraarancelarias que, sin duda, constituyen competencias desleales. 



Desde ese punto de vista, quiero plantear a la Sala, si usted me lo permite, señor Presidente, la proposición de adoptar el acuerdo de encargar, en mi nombre o en el de la Corporación, a la Comisión de Relaciones Exteriores, el inicio de un análisis que nos permita abrir un espacio que, creo, queda inconcluso en un proyecto extraordinariamente positivo, en el cual deseo destacar, una vez más, la decisión de la Comisión de Economía en cuanto a contar con asesores legislativos de alto nivel.



He dicho, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, tuve el honor y el gusto de compartir en la Comisión con cuatro Honorables colegas durante el examen del proyecto en debate.



Creo que quizás faltan algunas pequeñas precisiones a lo ya dicho por otros señores Senadores. 



Ante todo, quiero destacar la compatibilidad de esta legislación con otras, como el decreto ley Nº 211, sobre la libre competencia, la ley de protección de los derechos del consumidor o las relativas a la protección industrial e intelectual. Sin embargo, posee una característica que la hace distinta. En general, en las leyes las relaciones son verticales, esto es, un proveedor frente a un consumidor, un proveedor frente a un adquirente -cualquiera de los dos puede alcanzar una posición dominante en el mercado y, por tanto, imponer sus condiciones-, el titular de una propiedad intelectual o industrial frente a quienes no tienen el privilegio. 



En este caso, se trata de una relación económica, no jurídica, no vista en legislaciones anteriores, y que es horizontal. No es una relación entre quienes están contratando o refiriéndose a cierto acto o contrato, sino una entre quienes se encuentran en un plano de competencia, en la que ambos tratan de capturar, de llegar, de lograr, el mismo tipo de clientela o agente de mercado. Eso explica, fundamentalmente, por qué la sanción contenida en el proyecto apunta a la indemnización de perjuicios, pues, tratándose de intervenciones ilegítimas en el mercado, serán las instituciones jurisdiccionales o administrativas las que deberán actuar para castigar la conducta indebida y reparar el daño causado.



En segundo lugar, es importante dejar constancia, para los efectos de la historia de la ley, de la siguiente precisión, hecha por el Senador que habla. El texto que venía de la Cámara de Diputados hablaba de competencia desleal entre comerciantes, en circunstancias de que no todos los agentes de mercado lo son. En términos técnicos, ni los agricultores, ni los mineros, ni los pescadores, ni los prestadores de servicios, salvo que estén organizados como empresa, forman parte de lo que el Código de Comercio regula en su artículo 3º y demás disposiciones pertinentes. Aquí queda claro que se trata de una legislación de corte más bien económico, relativa a los agentes de mercado. Podría haber competencia desleal entre, por ejemplo, competidores agrícolas, que no son comerciantes y que, sin embargo, quedan afectados por esta normativa.



Por último, señor Presidente, me voy a referir a una indicación -por desgracia, no fue acogida; lo acepté para evitar el rechazo de la iniciativa, la cual me parece importante- vinculada con una situación que se está dando hoy día dentro de las posiciones dominantes de mercado y que dice relación fundamentalmente al hecho de que ciertos adquirentes exigen de sus proveedores que las facturas que emiten no se completen con las menciones que les otorgan mérito ejecutivo.



Ésa es una falencia que incluso la Comisión estuvo de acuerdo en cubrir. Se presentará a ese respecto una moción -por lo menos, yo la formularé-, porque por aquella vía los grandes adquirentes -sean grandes tiendas, grandes supermercados u otros agentes similares- se comprometen a pagar a 60 días plazo y terminan haciéndolo a 180. Y como la factura, en términos técnicos, no es factorizable -o sea, no es factible descontarla o llevarla al mercado financiero secundario-, al carecer de mérito ejecutivo, no resulta posible efectuar la exigencia respectiva.



En tal sentido, la legislación se encuentra en mora. Y, así, hoy día la micro, la pequeña y la mediana empresas se están viendo gravemente afectadas, porque se trata de un mecanismo que se usa persistente, constante y generalizadamente.



De allí que, en esta materia, espero una pronta moción -y dejo sentado mi parecer- a los efectos de cubrir numerosas situaciones que no resultan aceptables en el sistema económico chileno normal.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- No intervendré, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobarán las proposiciones de la Comisión de Economía, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



--Se aprueban, y el proyecto queda despachado en este trámite.

-------------
El señor SABAG.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como ya se conocen los nombres de los integrantes de las Comisiones permanentes, solicito autorización para que las que están en condiciones de hacerlo puedan constituirse, elegir Presidente y fijar días y horas de sesiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado, sobre la base de que, en caso de votación de proyectos con quórum especial, se llame a Sus Señorías para que regresen al Hemiciclo.

El señor ROMERO.- No hay acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si se van a constituir las Comisiones ahora, habrá que suspender el funcionamiento de la Sala.



Pienso que lo razonable sería que los Secretarios de las Comisiones citaran para la próxima semana, en los horarios habituales de sesión, y que entonces se revisara si éstos se mantienen o no, según la situación de cada uno de sus integrantes.

El señor NÚÑEZ.- Pero si alguna puede funcionar mañana o pasado mañana, que lo haga.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En ese caso, podrían constituirse después de que se levante esta sesión.

El señor CANTERO.- Eso es mejor.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, procedamos con cierta flexibilidad. Que los propios Secretarios de Comisión busquen los acuerdos para no impedir el normal funcionamiento de la Sala. Creo que se pueden hacer inteligentemente ambas cosas en forma simultánea.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.



Las Comisiones que lo deseen podrán constituirse luego de que se levante esta sesión y en los días venideros.
Reformulación de leyes protectoras de derechos 
de infancia y adolescencia

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre protección de los derechos de la infancia y la adolescencia, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3792-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 30ª, en 19 de enero de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 37ª, en 16 de marzo de 2005.


Constitución (segundo), sesión 55ª, en 3 de enero de 2006.


Constitución (nuevo segundo), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesiones 39ª, en 23 de marzo de 2005 (queda para segunda discusión); 42ª, en 6 de abril de 2005 (se aprueba en general); 56ª, en 4 de enero de 2006 (se cierra el debate).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 6 de abril de 2005 y cuenta con un nuevo segundo informe, que es el resultado de la solicitud que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia hizo a la Sala en orden a analizar algunos aspectos constitucionales vinculados al recurso de protección de los derechos de los niños y adolescentes.



Cabe recordar que, en sesión de 4 de enero último, el Senado aprobó todas las disposiciones de la iniciativa que no requerían quórum especial de aprobación.



La Comisión de Constitución, en el nuevo segundo informe, modificó la redacción del artículo 17, referido a la acción especial de protección de derechos, con la finalidad de evitar cualquier duda sobre la coexistencia del recurso de protección consagrado en el artículo 20 de la Carta Fundamental y la citada acción especial, que se podrá ejercer ante los tribunales de familia. La enmienda de ese precepto fue acordada por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señores Chadwick, Espina, Viera-Gallo y Andrés Zaldívar.



Cabe hacer presente que el mencionado artículo 17 y los artículos 10, 11, 19, 48 y 52 requieren para su aprobación los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, tal como señaló el señor Secretario, la Sala acogió la solicitud de la Comisión de Constitución de analizar nuevamente el artículo 17 del proyecto a fin de hacerlo complementario del recurso de protección establecido en la Carta Fundamental. Y se procedió a redactar de nuevo esa disposición, la cual ahora dice: “Acción especial de protección de derechos. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 20 de la Constitución Política de la República,” -que se refiere precisamente al recurso de protección- “todo niño, niña o adolescente o cualquiera a su nombre, podrá solicitar la protección de los Juzgados de Familia cuando por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de alguno de los derechos o garantías contemplados en la disposición constitucional antes citada.”.



En primer término, ésa no es la única norma legal -y no constitucional- que establece un recurso de tal naturaleza. En el artículo 95 del Código Procesal Penal se establece el denominado “Amparo ante el juez de garantía”. Allí se señala que “Toda persona privada de libertad tendrá derecho a ser conducida sin demora ante un juez de garantía, con el objeto de que examine la legalidad de su privación de libertad”, etcétera.



Por consiguiente, la legislación chilena contempla casos específicos de recursos de aquella índole en normas de rango legal. Y acabo de citar un ejemplo.



En el caso del proyecto en debate se permite a los menores que, a causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales, sufran perturbación o amenaza en el ejercicio de algunos de sus derechos recurrir directamente ante el juzgado de familia en cuya jurisdicción se hubieren cometido aquéllos.



La Comisión de Constitución, de manera unánime, estimó procedente la aplicación de esta norma, por estimar que es un gran aporte frente a los actos arbitrarios cometidos contra menores. Otorga competencia a tribunales especializados que conocen a fondo la problemática que puede afectar a los niños víctimas de tales delitos, como son los tribunales de familia creados hace un año o un año y medio. Y, adicionalmente, establece un precepto que, para evitar la doble interposición de acciones, no hace procedente la acción especial en comento en los casos relativos a las materias a que se refiere el artículo 8º de la ley N° 19.968, porque son de conocimiento de aquellos tribunales.



La Comisión de Constitución, que me tocó presidir, aprobó por unanimidad el nuevo artículo 17 y los artículos 18 y 19, que regulan la forma como se recurre ante los tribunales de familia, y solicita que el Senado apruebe en particular el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobarán las proposiciones de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, todas las cuales fueron acordadas unánimemente.



--Se aprueban (22 votos favorables), y el proyecto queda despachado en este trámite.
MODIFICACIÓN DE SISTEMA DE NOMBRAMIENTO Y 

CALIFICACIONES DE MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3788-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 30ª, en 19 de enero de 2005.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.


Constitución (segundo), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.


Discusión:



Sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005 (se aprueba en general).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El proyecto fue aprobado en general en sesión de 18 de octubre de 2005.



La Comisión de Constitución deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones la letra a) del número 2 y el número 5 del artículo único, disposiciones que, conforme a lo que establece el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite someterlas a discusión y votación. Los preceptos mencionados tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 22 votos conformes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán, dejándose constancia del quórum exigido.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Aún no ha terminado la relación, señor Senador.

El señor ESPINA.- Deseo plantear una cuestión reglamentaria.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que la iniciativa vuelva a la Comisión de Constitución para analizar un aspecto de constitucionalidad.



En este proyecto -como bien me señaló el Honorable señor Gómez- hay una norma que preceptúa que si el Presidente de la República, transcurrido determinado plazo, no procede a los nombramientos que le corresponda hacer, se aplicará la norma del silencio administrativo y se entenderá nombrado a quien figure en el primer lugar de la quina o terna, según corresponda, y que, en el evento de igualdad de votos, se preferirá al más antiguo.



Lo que hay que resolver aquí -y debe hacerlo la Comisión- es si lo propuesto puede afectar la Carta Fundamental, en cuanto no fija plazo para tales nombramientos, por lo cual una ley no podría establecer exigencias mayores que las determinadas por aquélla.



En consecuencia, pido que el proyecto sea enviado de nuevo a la Comisión de Constitución, porque, a mi juicio -y no quiero anticipar una opinión definitiva-, adolece claramente de inconstitucionalidad en el punto planteado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, no sólo comparto lo dicho por el señor Presidente de la Comisión -y entiendo que lo hizo ver el Honorable señor Gómez-, sino que debo agregar que por la vía señalada se estaría vulnerando la atribución del Senado en materia de designación de los Ministros de la Corte Suprema.



Por consiguiente, hay una doble inconstitucionalidad: en el establecimiento del plazo y en el cambio de esa facultad de la Cámara Alta.



El proyecto, entonces, debe volver a la Comisión para reparar la situación expuesta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hace unos meses presenté un proyecto de ley -fue rechazado por corresponder a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República- que tenía por objeto evitar algo que a los Parlamentarios que representamos a Regiones alejadas nos ocurre permanentemente.



Ahora estamos viendo una iniciativa que, entre otras cosas, modifica el sistema de evaluación de los jueces y auxiliares de la administración de justicia. Entonces, es propicia la oportunidad para manifestar que muchas veces en el nivel central (en Santiago, en la Región Metropolitana) a magistrados malos o que son sorprendidos en escándalos, en vez de expulsarlos del Poder Judicial, se los envía a Regiones. Así, en ellas nos empezamos a llenar de jueces “cachos” o de malos funcionarios.



Mi propuesta parece no haber gustado a la Corte Suprema.



Lo lamento. No he pretendido restringir las facultades de ese Alto Tribunal. Pero me parece que las Regiones no son las “hueseras” de los jueces y que lo que debe hacerse es mandar también a ellas buenos magistrados.



Cuando a un juez que se portó mal en Providencia o en otra comuna de la Capital lo envían a la Tercera Región, no lo quiero ver más. Creo que si un magistrado no funciona, hay que echarlo del Poder Judicial, no mandarlo como castigo a Regiones extremas u otras.



Pido a los miembros de la Comisión de Constitución que analicen mi propuesta a la luz de este proyecto de ley, porque a los jueces que se han desempeñado mal en la Región Metropolitana no los quieren en las demás Regiones.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para un nuevo segundo informe.



--Así se acuerda.
REPOSICIÓN DE ATRIBUCIONES DE IMPERIO A UNIDAD DE ANÁLISIS FINANCIERO EN MATERIA DE INFORMACIÓN DE PERSONAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3626-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 29ª, en 30 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El objetivo principal del proyecto es reponer las atribuciones de imperio de la Unidad de Análisis Financiero para exigir perentoriamente de las personas la información que estime necesaria, incluida la de carácter secreto o reservado, y en aplicarles sanciones de amonestación y multa en caso de infracción a la obligación de proporcionarla o de hacerlo contraviniendo las instrucciones del mencionado organismo.



La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia discutió sólo en general el proyecto y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Aburto, Chadwick, Espina y Viera-Gallo.



El texto de la iniciativa se contiene en el informe, el cual está incorporado en el pupitre digital.



Cabe tener presente que el párrafo segundo de la letra b) que se agrega al artículo 2º de la ley Nº 19.913 y el artículo 23, nuevo, que se incorpora a dicho cuerpo legal tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 22 votos conformes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión, Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, esta iniciativa legal modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero.



Esa Unidad fue establecida para proporcionar soporte jurídico a la prevención y el combate del lavado de dinero proveniente del crimen organizado, especialmente del tráfico de drogas, del financiamiento del terrorismo y de los actos de corrupción. 



El proyecto en discusión tiene por objeto reponer las atribuciones de imperio de la Unidad de Análisis Financiero consistentes en exigir de las personas la información que estime necesaria, incluida la de carácter secreto o reservado, y en aplicarles sanciones de amonestación y multa en caso de infracción a la obligación de proporcionarla o de hacerlo contraviniendo las instrucciones del mencionado organismo.



Tales facultades resultan esenciales para que la Unidad de Análisis Financiero pueda cumplir la función que le encomendó la ley.



Debemos advertir los miembros de la Comisión de Constitución que ésta es una materia extraordinariamente compleja, por cuanto, así como por una parte deben resguardarse la libertad y la privacidad que en derecho asisten a las personas, también es menester, por otra, aceptar el desafío de tener normas legales eficaces que permitan combatir lo que hoy día es la forma más avanzada del tráfico de drogas, del financiamiento del terrorismo y de la corrupción: el lavado de dinero.



Para la comprensión de la iniciativa legal en estudio, es necesario recordar qué ocurrió con la Unidad de Análisis Financiero.



Sometido este proyecto a su conocimiento, el Tribunal Constitucional, en fallo de mayoría de 28 de octubre de 2003, declaró inconstitucionales algunas de sus disposiciones, por estimar que afectaban en su esencia el derecho a la vida privada y a la protección de las comunicaciones privadas, en vista de la facultad irrestricta que se otorgaba a la referida Unidad para recabar o solicitar a cualquier persona toda clase de antecedentes, pero sin indicarse pautas o parámetros objetivos y controlables.



Asimismo, impugnó otras normas, por considerarlas contrarias a la garantía establecida en el artículo 19, Nº 3º, de la Constitución Política al no respetar el derecho a la defensa jurídica previa a la imposición de sanciones en sede administrativa.



La Comisión, antes de pronunciarse sobre la idea de legislar, acordó solicitar a algunos académicos opiniones acerca de los contenidos del proyecto que fueron objeto de reparos por el Tribunal Constitucional. Así, escuchó a profesores de Derecho Constitucional; entre ellos, al ex Ministro de Justicia don Francisco Cumplido, quien propuso un conjunto de modificaciones al texto actual para obviar los problemas de constitucionalidad.



El profesor Cumplido explicó que, como toda investigación financiera importa la intromisión en la vida privada de las personas, se trata de evitar la arbitrariedad y el abuso, y que la forma de lograrlo es estableciendo criterios objetivos que hagan racional y justa la aplicación de este procedimiento por parte de quienes integran la Unidad de Análisis Financiero. Nos propuso un conjunto de pautas o parámetros: la exigencia de resolución fundada en hechos graves, de los cuales se deje expresa constancia -tanto si se trata de las resoluciones de la propia Unidad como de las que dicte un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago cuando le corresponda intervenir para levantar el secreto o reserva bancarios-, y susceptible de fiscalización.



También hizo presente la necesidad de instaurar un sistema de registro para el control de las autoridades; es decir, de que quede constancia de los fundamentos, la época, el momento y la oportunidad en que un ministro de Corte decide autorizar el levantamiento del secreto de la información y las razones por las cuales lo hace.



La Comisión de Constitución aprobó sólo en general el proyecto -no estábamos facultados para introducirle modificaciones-, por estimar que las orientaciones globales planteadas por el ex Ministro señor Cumplido permiten subsanar, no sólo los reparos formulados por el Tribunal Constitucional, sino además los derivados del contenido de la normativa propuesta.



La aprobación de la idea de legislar dice relación a la necesidad de introducir a determinados artículos modificaciones, en opinión del ex Ministro señor Cumplido y de los miembros de la Comisión, imprescindibles.



¿Por qué no pedimos facultades para legislar en general y en particular de inmediato? Por la urgencia de la ley en proyecto. Porque Chile debe adecuar la legislación interna a sus compromisos y tratados internacionales en materia de las facultades que es indispensable otorgar a las Unidades de Análisis Financiero, que hoy día se están extendiendo en los principales países del mundo. En tal sentido pensamos que aquello implicaba un doble trámite.



Por eso, señor Presidente, pido la aprobación en general de la iniciativa -con la prevención de que será modificada en el sentido que señala el informe, particularmente según las orientaciones del profesor Cumplido- y abrir plazo para presentar indicaciones a fin de subsanar otras eventuales inconstitucionalidades.



Formulo esta solicitud en nombre de la Comisión de Constitución.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, después de leer el informe, me preocupan las últimas palabras del Honorable señor Espina.



Pero, antes de aproximarme al tema, quiero entregar ciertos antecedentes a mi juicio indispensables de considerar. Porque aquí no se trata simplemente de estar o no de acuerdo con el Tribunal Constitucional, sino de contar con una Unidad de Inteligencia Financiera eficaz.



¿Y cuáles son esos antecedentes?



En primer lugar, se calcula que, globalmente, el lavado de dinero propiamente tal alcanza a alrededor de 400 mil millones de dólares, de los cuales el 10 por ciento corresponde a Sudamérica.



Pero Chile presenta riesgos adicionales. Tiene una economía abierta al mundo, donde son pilares fundamentales la inversión extranjera y la facilidad del movimiento de capitales desde y hacia el exterior.



A los ya mencionados riesgos deben añadirse otros dos, tremendamente preocupantes. Primero, mil kilómetros de frontera con los dos países que producen la mitad de la cocaína en el mundo. Y segundo, el hecho de que en materia procesal penal -lo digo en forma responsable- hemos evolucionado hacia un sistema garantista. Hoy día, lamentablemente, hay magistrados que en función de ese garantismo están dejando en libertad a narcotraficantes, sobre todo en el norte.



Señor Presidente, creo que el punto central de esta discusión y la disyuntiva a que nos enfrentamos radican en si estamos dispuestos a aproximarnos a este tema en función de parámetros de los delitos comunes o si se requieren normas excepcionales, entre ellas las relativas a la Unidad de Análisis Financiero y a la necesidad de abordar el problema del lavado de dinero.



Personalmente, tengo la más absoluta convicción de que, para enfrentar la problemática de las organizaciones criminales -porque de eso estamos hablando en este caso-, se precisan normas excepcionales, y dentro de ellas, las concernientes a la Unidad de Análisis Financiero y las que permitan abordar el tema del secreto bancario.



Soy de aquellos que consideran que las organizaciones vinculadas al narcotráfico, junto con el terrorismo y, actualmente, el narcoterrorismo -que ya se hallan presentes en nuestro país-, constituyen hechos esenciales que socavan las bases mismas de la sociedad y de los que Chile no está exento.



Si, por el contrario, nuestra aproximación se funda en los parámetros del delito común con algunas normas excepcionales, temo que a la larga facilitaremos enormemente el accionar del crimen organizado.



La Unidad de Análisis Financiero, como manifestó el Senador señor Espina, se creó en el 2003 como un instrumento prejudicial destinado a detectar operaciones sospechosas vinculadas con el lavado de dinero y cuya finalidad consistía en solicitar de manera amplia información -la mayoría de ella incluida en el secreto bancario- a las instituciones señaladas en el artículo 3º de la ley vigente. A raíz de objeciones efectuadas por el Tribunal Constitucional, la referida Unidad ha sido prácticamente inoperante, por cuanto se le restó su facultad de imperio y, además, se le restringió la posibilidad de pedir información.



Ahora bien, quiero manifestar una aprensión.



Del debate de la Comisión -y éste es el punto central; así lo percibí- se desprende que se está haciendo todo un esfuerzo para tratar de adaptar la normativa sobre Unidad de Análisis Financiero a las exigencias establecidas por el Tribunal Constitucional, para evitar un nuevo rechazo. Eso fue lo que planteó el ex Ministro señor Cumplido.



No obstante -y aquí nace mi preocupación-, la evaluación que al final es necesario hacer consiste en si las normas que se aprueben en la discusión particular serán útiles para requerir información, por cuanto se ha planteado que, para levantar el secreto bancario a solicitud de la Unidad de Análisis Financiero, una operación debe ser previamente -¡previamente!- calificada como “sospechosa”. Incluso, en la propia Comisión se argumentó que, si fuera necesaria una reforma constitucional, habría que hacerla.



Por lo tanto, la pregunta que surge es cómo se llega a determinar que una operación es sospechosa. Y esa determinación corresponde al final de un proceso, durante el que necesariamente debe procesarse información. Y para hacerlo se requiere tener acceso a ella. Pero, en virtud de este proyecto, no se está otorgando dicho acceso.



¿Qué ocurre con la norma actual?



El Tribunal Constitucional rechazó la disposición que daba atribuciones más amplias a la Unidad de Análisis Financiero para solicitar información. En consecuencia, el actual artículo 3º faculta a dicha Unidad para solicitar que se le informe sólo respecto de las operaciones sospechosas.



Pero, existe la otra cara de la moneda: qué se exige a las personas obligadas a informar (las señaladas en el artículo 3º). Dos cosas: por un lado,  informar  acerca  de  las  operaciones sospechosas,  y por otro -desde el punto de vista conceptual, es un aspecto central, muy importante-, de acuerdo con el inciso tercero del artículo 3º de la ley vigente, analizar las operaciones “indiciarias de operaciones sospechosas”. Esta atribución no la posee la Unidad de Análisis Financiero. O sea, en la práctica las entidades fiscalizadas tienen más facultades que la fiscalizadora.



Normalmente, para tipificar el delito de lavado de dinero es necesario recurrir a distintas fuentes de información. Según decía, con la determinación de una operación como sospechosa culmina un proceso. Pero para llegar a esa conclusión muchas veces se requiere información, no de una entidad financiera, sino de muchas: de casinos, de hipódromos, de corredores de propiedades, etcétera. Si una parte en el acceso a la información se excluye como se plantea en el proyecto, temo que en innumerables casos no se llegará a determinar que una operación tiene el carácter de sospechosa. Por lo tanto, nos vamos a restar de una serie de instrumentos o mecanismos para tipificar el delito de lavado de dinero.



La discusión central se refiere al secreto bancario. Y temo que parte importante de las aprensiones -esto también quiero destacarlo- tiene origen en la naturaleza jurídica y la dependencia de la Unidad de Análisis Financiero. Hacerla depender de los gobiernos de turno siempre dejará abiertas dos dudas. La primera, que opere como una suerte de policía política en materia financiera. Y la segunda, hasta qué punto esta entidad tendrá fortaleza para llegar hasta el final si se sospecha que autoridades de la administración de turno están involucradas en lavado de dinero.



Si realmente se quiere fortalecer a la Unidad de Análisis Financiero, debe transformársela en un organismo completamente independiente de los gobiernos de turno. Y pienso que ahora es la oportunidad de hacerlo.



Por otra parte, para determinar las operaciones sospechosas se debe tener acceso a la información a partir de las situaciones indiciarias de operaciones sospechosas, hecho que no considera el proyecto. En la práctica, lo único que se agrega es el otorgamiento de la facultad de imperio a la Unidad de Análisis Financiero; pero se la restringe respecto del acceso a la información.



En lo personal, no estoy dispuesto a dar el segundo paso -es decir, entregarle acceso a mayor información-, mientras no se transforme a ese organismo en una entidad independiente.



Señor Presidente, estimo que ésta es la oportunidad de abordar la materia en comento de manera global. Y, dada la peligrosidad de las organizaciones criminales, soy partidario, si es menester, de una reforma constitucional. De lo contrario, vamos a quedarnos con una entidad y una institucionalidad extremadamente débiles en el combate contra el lavado de dinero, que es uno de los delitos más complejos. Creo que eso está ocurriendo ahora con la Unidad de Análisis Financiero.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en forma breve -porque entiendo que no es el momento de entrar a una discusión particular-, quisiera precisar mi voto afirmativo en la Comisión y por qué estimo que ahora debo ratificarlo.



Considero necesario legislar con el fin de perfeccionar la ley que creó la Unidad de Análisis Financiero, en la perspectiva de mejorar sus atribuciones y darle la mayor eficacia posible. Pero eso no significa que lo propuesto en el artículo 1º de la iniciativa se encuentre conforme a lo dispuesto en la Constitución o que las proposiciones del profesor Cumplido sean la única forma de legislar con apego a la Carta Fundamental.



Estamos frente a un fallo del Tribunal Constitucional. Pero, más allá de eso, nos hallamos en presencia de un problema extraordinariamente complejo y de fondo que guarda relación con el precio que estamos dispuestos a pagar por nuestras libertades individuales, por nuestra vida privada, por el derecho a la intimidad, con el propósito de alcanzar objetivos de seguridad o de prevenir delitos.



Extremando la situación, podría instalarse, por ejemplo, una cámara de televisión o una filmadora en cada hogar de Chile para prevenir de una serie de delitos tanto o más graves que el de narcotráfico. Como resulta obvio, el precio sería terminar con la vida privada o íntima de las personas.



Por lo tanto, aquí hay dos derechos u objetivos sociales que pueden colisionar -así ocurrió con el rechazo por el Tribunal Constitucional de proposiciones del proyecto anterior- y que requieren un estudio más a fondo en términos de precisar con mucha exactitud dónde están los límites. De lo contrario, podríamos llegar al extremo de que, para ganar más seguridad, estemos eliminando derechos básicos de la vida en una sociedad libre, como el de la privacidad o intimidad, que representa uno de los problemas. La manera en que lo resuelve la iniciativa me parece insuficiente. Sin embargo, a mi entender, hay espacio para perfeccionarla.



En segundo término, según señalaba el Senador señor Orpis al final de su intervención, aquí se presenta otro punto complejo: le estamos entregando a una autoridad administrativa -no al Ministerio Público ni a los tribunales de justicia, sino a un órgano administrativo- atribuciones propias de instituciones  jurisdiccionales,  como  la  exigencia con facultades de imperio -porque la no entrega se sanciona- de documentación o antecedentes que tienen el carácter de privados.



Por consiguiente, se trata de una atribución de los tribunales de justicia, propia de etapas jurisdiccionales. Y mediante esta iniciativa se la estamos entregando a un órgano administrativo, sin resguardar, a mi juicio, normas que deben estar siempre presentes y que podríamos llamar genéricamente “del derecho de defensa” o “del derecho a un debido proceso” o “de la posibilidad de reclamación por parte de las personas afectadas”.



Por lo tanto, se trata de dos puntos referidos a problemas constitucionales y que no son meramente formales, sino que apuntan a aspectos muy de fondo en cuanto al ejercicio de las libertades individuales y del derecho a la privacidad, los cuales requieren un examen particular muy profundo.



Y el hecho de que yo haya aprobado la idea de legislar -quiero señalarlo en forma muy precisa- no implica que la fórmula planteada en el proyecto sea la que estimo más acertada para solucionar los temas de fondo o para adecuar a la Constitución el texto que ahora se propone. Solamente obedece a la necesidad de legislar con el fin de perfeccionar la Unidad de Análisis Financiero.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  Ha llegado a la Mesa una nota del Honorable señor Gazmuri mediante la cual solicita el aplazamiento de la votación hasta la próxima sesión.

El señor CHADWICK.- Votemos, señor Presidente.

El señor ESPINA.- Con la venia del señor Presidente, debo manifestar que, en mi opinión, el proyecto sería aprobado por unanimidad. Se encuentra presente la totalidad de los Senadores de la Alianza por Chile. Pero no veo a la mayoría gobernante. 



Quisiera que se nos explicara por qué no lo vamos a votar ahora.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a proceder a votar. 



Si le parece a la Sala…

El señor ROMERO.- Previamente, se debe retirar la solicitud de aplazamiento de la votación, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La Secretaría entiende que su autor ya la retiró.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la iniciativa?



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto (25 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor ESPINA.- Propongo el 12 de abril, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Más.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es un mes.

El señor ESPINA.- Me parece bien esa fecha.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, hasta el mediodía del 12 de abril.



--Se fija como plazo para formular indicaciones el miércoles 12 de abril, a las 12.
VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole INVESTIGACIÓN POR CONTRALORÍA REGIONAL DE LA ARAUCANÍA DE IRREGULARIDADES DENUNCIADAS EN OFICIOS QUE INDICA; al señor Director del Servicio Electoral, pidiéndole pronunciarse sobre REQUISITOS PARA RECUPERACIÓN DE CIUDADANÍA PERDIDA POR CONDENA A PENA AFLICTIVA, y al señor Director de Vialidad de la Novena Región, requiriéndole  REPARACIÓN DE PUENTE CHAPOD, EN SECTOR REMOLINO MAQUEHUE, COMUNA PADRE LAS CASAS, Y DE DOS PUENTES DE SECTORES RURALES DE COMUNA DE PUCÓN.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, y al señor Intendente de la Undécima Región, demandándoles la CONSTRUCCIÓN DE REFUGIO Y PASARELA SOBRE RÍO PANGAL, EN COMUNA DE AISÉN; al señor Ministro de Educación, a la señora Directora de CHILEDEPORTES y al señor Intendente de la Undécima Región, solicitándole información acerca de PROGRAMA DE OBRAS Y APOYO A ORGANIZACIONES DEPORTIVAS DE AISÉN PARA 2006; al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole COMPLEMENTACIÓN DE BASES DE ESTUDIO SOBRE "ANÁLISIS Y EVALUACIÓN DE NUEVAS ESTRATEGIAS DE INTERCONEXIÓN FÍSICA ENTRE REGIONES X Y XI";  y a los señores Ministros de Obras Públicas y de Vivienda y Urbanismo, y señores Contralor General de la República y Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, planteándoles necesidad de ANÁLISIS DE PERJUICIOS EN CONSTRUCCIÓN DE VARIANTE VESPUCIO-EL SALTO-KENNEDY Y DE VÍAS ALTERNATIVAS, PREVIO ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL, EN REGIÓN METROPOLITANA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole REAPERTURA DE CAMINO PÚBLICO LOS BOLDOS-PEHUENCHE, EN COMUNA DE COLBÚN, e INSTRUCCIÓN DE SUMARIO POR CAÍDA DE PUENTE SOBRE RÍO MAULE (ambos de la Séptima Región).



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole ATENCIÓN DE RECLAMACIONES CONTRA EMPRESA TRICAM LTDA. POR NO PAGO A PROVEEDORES Y ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA PRECAVERLOS DE ESE PROBLEMA, y reiterándole oficios acerca de REVISIÓN DE PROCESO DE LICITACIÓN DE CARRETERA 5 NORTE, ENTRE LA SERENA Y CALDERA (Tercera Región).

------------
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente, que no hará uso de él.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.
PARTICIPACIÓN IGUALITARIA DE REGIONES, PARTIDOS 

POLÍTICOS E INDEPENDIENTES EN LA VIDA NACIONAL

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, sean mis primeras palabras para saludar, respetuosa y fraternalmente, a todos y cada uno de mis pares en esta Sala.


Sé que mi elección como primer Senador independiente ha generado diversas expectativas a nivel nacional, y en particular en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, por los cambios que puede significar para el funcionamiento de nuestra democracia y para  las Regiones la irrupción de una opción distinta.



Muchos querrán no entender lo que implica nuestra propuesta, sobre todo teniendo en consideración que hoy el sistema democrático se encuentra extremadamente condicionado en instancias de participación ciudadana ajenas a las que representan -de modo legítimo- los partidos políticos.



Lo que señalo queda de manifiesto en cada uno de los niveles de participación. Sólo una muestra: para ser elegido Senador debí enfrentar una serie de desigualdades y discriminaciones que explican el porqué, luego de 16 años desde la recuperación de la democracia, recién ahora la Duodécima Región ha protagonizado el hecho histórico de romper el sistema binominal.



Sin embargo, las dificultades no han terminado ahí, porque después de ser electo Parlamentario vuelvo a comprobar, ya en el ámbito del Congreso Nacional,  que existe discriminación para con los independientes frente a los representantes de partidos políticos.



Ejemplo de ello lo constituye  la conformación de los Comités. Los ciudadanos tienen  derecho a saber que el artículo 11 del Reglamento de esta Alta Cámara establece que un solo Senador de cualquier partido político puede constituir un Comité. Pero un Senador independiente debe reunirse con dos o más de su misma condición para conformar el propio.



Esta situación me ha hecho adherir, en forma muy grata, a un Comité  político que gentilmente me invitó a integrarlo, respetando mi calidad de independiente, gesto que agradezco, pues me permitirá intervenir en el trabajo legislativo y votar proyecto a proyecto en función de los intereses del país y en particular de mi Región.



No obstante lo anterior, señor Presidente, quiero invitar a mis colegas Parlamentarios a entender que nuestra democracia requiere la urgente eliminación de todas y cada una de las discriminaciones contra los independientes que se hallan consagradas en diversos cuerpos legales, los que son manifiestamente inconstitucionales, dado lo preceptuado en el artículo 18 de la Constitución Política, que  asegura la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos. Esa inconstitucionalidad pone en tela de juicio el mismo Estado de Derecho.



Esta denuncia que vengo en formular será una de mis principales motivaciones de trabajo, de manera de conseguir la inclusión y participación igualitaria de las Regiones, de la totalidad de los partidos políticos y de la gran mayoría de ciudadanos independientes en el quehacer nacional, para así profundizar en forma efectiva y real nuestra democracia.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.
INDEMNIZACIÓN A FAMILIARES DE VÍCTIMAS DE 

ACCIDENTE AÉREO EN PALENA. OFICIOS

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, a mediados del año pasado se produjo un  accidente aéreo en la comuna de Palena, en el que fallecieron tres personas, y hasta la fecha no se ha cancelado a sus familiares el seguro pertinente. Las empresas aseguradoras aducen que el piloto no habría cumplido las horas de vuelo mínimas exigidas para realizar ese trabajo, por lo cual se niegan a efectuar dicho pago.



Solicito enviar oficio a la Dirección de Aeronáutica Civil a fin de que explique por qué se autoriza a las compañías aéreas operar con pilotos que no cumplen las exigencias para ello, lo que implica que cuando ocurre un accidente la gente no puede obtener el pago de los seguros.



Pido oficiar también a la Superintendencia de Valores y  Seguros a los efectos de que informe sobre el sistema existente; las medidas que se adoptan para impedir este tipo de situaciones, y las alternativas de solución para que en el caso expuesto las familias de las víctimas -incluida la del piloto- accedan al pago del seguro de vida, que en mi opinión les corresponde (y ellas están convencidas de que sus deudos se encontraban cubiertos por él).




--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el resto del tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.
CONDICIONES DE AISLAMIENTO E INEQUIDAD 

DE FRONTERAS INTERIORES. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, es de todos conocido -si bien no asumido- que prácticamente la mitad de nuestro país se encuentra en situaciones de aislamiento e inequidad mayor.



En años anteriores se realizaron estudios para determinar los factores que avalan ese estado de aislamiento, entre ellos el de las  fronteras interiores -la gente vive o sobrevive en Chile, pero no se siente parte de él-, que representan cerca del 50 por ciento de nuestra superficie.



Esas condiciones de aislamiento e inequidad han generado hechos dramáticos, como el accidente ocurrido en el lago Maihue, en el que perdieron la vida algunos niños inocentes, producto del abandono en que se hallan importantes sectores rurales.



Esa inequidad ha quedado de manifiesto, también, en estudios efectuados por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, a través de indicadores de desarrollo humano, en los que se observa un abismo de diferencia entre algunas comunas de la Región Metropolitana y otras del resto del país.



Quiero plantear un caso puntual sobre la materia. 



Después del desastre acaecido en el lago Maihue, se realizó un análisis en las distintas Regiones con el objeto de investigar y tratar de prevenir accidentes de esa naturaleza. Sin embargo, hasta la fecha dicho estudio presenta algunas omisiones. 



Por ejemplo, en la comuna de Aisén los niños tienen que cruzar en bote ríos importantes, sin ningún tipo de resguardo, bajo la lluvia, tanto para acceder a medios de movilización que los lleven a sus escuelas como para regresar a sus hogares.



Por lo expuesto, solicito que se oficie al Ministerio del Interior, al de Obras Públicas y a la Intendencia Regional, a fin de que realicen una investigación y nos propongan soluciones para evitar esa clase de accidentes en el futuro.

El señor KUSCHEL.- Con mi adhesión, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios señalados, en nombre del  Senador señor Horvath, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Kuschel. 
CONCLUSIÓN DE OBRAS DE CAMINO 

LONGITUDINAL AUSTRAL. OFICIOS

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en otra materia, pido que se oficie al Ministerio de Obras Públicas  para recabar todos los antecedentes relativos al compromiso que sus representantes asumieron con nosotros durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos  2006 en el sentido de garantizar que este año se ejecutarían las obras pendientes del camino Longitudinal Austral, que conecta la provincia de Palena, la Región de Aisén y, más adelante, la de Magallanes. Faltan 64 kilómetros -se cuenta con los respectivos proyectos- en el sector del Parque Pumalín, donde se ha dejado libre una franja de cien metros de ancho, no declarada Santuario de la Naturaleza, precisamente para avanzar en esta línea. 



El compromiso de las autoridades de entonces fue que aquello se reflejaría en los hechos, en el curso del presente año, mediante la actualización de los proyectos y la iniciación de las obras. No obstante, ahora incluso hay tramos que se encuentran abandonados, pues ni siquiera se efectúan los trabajos necesarios para su conservación.



Por los motivos señalados, solicito remitir dicho oficio al Ministerio de Obras Públicas, como asimismo uno al Ministerio del Interior, con el objeto de que nos hagan llegar los antecedentes del caso.

El señor KUSCHEL.- Me asocio a ellos, señor Presidente.



--Se anuncia el envío de los oficios referidos, en nombre del  Senador señor Horvath, conforme al Reglamento, con la adhesión del Honorable señor Kuschel.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 
COMPENSACIÓN A FAMILIARES DE VÍCTIMAS DE 

TRAGEDIA DE ANTUCO. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hace sólo unos días terminó el Gobierno del Presidente Lagos y, por los discursos que se escuchan, pareciera que todas las cosas se han cumplido.



Quiero recordar algo que me parece grave que se haya olvidado. Me refiero específicamente al medio centenar de jóvenes que perdieron la vida en la tragedia de Antuco, mientras cumplían su Servicio Militar Obligatorio.



Cuando los hechos de que se trata tuvieron lugar, presenté un proyecto de acuerdo con la finalidad de hacer un gesto -ya que no es posible devolver con vida esos muchachos a sus familias-, pensando en otra tragedia: la de la escampavía “Janequeo”. Fue aprobado por unanimidad aquí, en el Senado, hace más de un año, y enviado al Gobierno. Tenía por objeto compensar de alguna forma: con pensiones, con entrega de recursos u otros medios, a esos padres que perdieron a sus hijos que se encontraban sirviendo a la patria.



En dos oportunidades, mediante sendos oficios, solicité al señor Ministro de Defensa Nacional de la época que patrocinara una iniciativa que yo había confeccionado. Me respondió que estaba en conversaciones con la Comisión de Defensa de la Cámara de Diputados para enviarla a trámite legislativo.



Bueno: concluyó el Gobierno del Presidente Lagos, y nunca llegó ese proyecto.



Creo que Chile tiene una deuda para con esas familias, señor Presidente. La iniciativa se elaboró y -reitero- remitimos al Ejecutivo un proyecto de acuerdo aprobado por unanimidad. 



Por lo tanto, pido que se oficie a la Ministra de Defensa  Nacional que acaba de asumir, señora Vivianne Blanlot, requiriendo el patrocinio del Ejecutivo para la iniciativa de ley señalada y su envío a tramitación. 



Ello, porque está ocurriendo algo dramático: por los diarios me he enterado de que las familias afectadas demandaron al Estado de Chile por lo ocurrido.



Pienso que, si hubiésemos hecho las cosas como las planteamos aquí en su momento, eso no estaría sucediendo y no tendríamos este sabor amargo. Porque esos padres enviaron a sus hijos a cumplir el Servicio Militar, los perdieron, y el Estado, en cierto modo, se olvidó del asunto.



No tengamos mala memoria. Acordémonos de esa gente y compensémosla de alguna manera, como sea factible. Y el Ejecutivo puede hacerlo, sea patrocinando el proyecto de ley referido o enviando otro. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se enviará el oficio correspondiente, conforme al Reglamento,…

El señor CANTERO.- Con mi adhesión, señor Presidente.

El señor KUSCHEL.- Y la mía. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-…con las adhesiones de los Honorables señores Cantero y Kuschel.



Terminado el tiempo del Comité Renovación Nacional.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.
FISCALIZACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE 

LEGISLACIÓN LABORAL. OFICIO

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, quiero referirme a una situación de común ocurrencia a lo largo del país: las normas laborales no se cumplen y los trabajadores, particularmente los de la Duodécima Región, que represento, sufren los abusos de empleadores que, con absoluta inconsciencia, no cumplen disposiciones del Código del Trabajo aprobadas hace ya bastante tiempo por el Congreso.



Entre los casos más corrientes están: no respetar la jornada laboral de 45 horas semanales; no pagar horas extraordinarias;  inobservar  los descansos establecidos en nuestra legislación laboral;  no pagar remuneraciones mensuales, y  no enterar las respectivas cotizaciones previsionales.



Por eso, señor Presidente, pido que se oficie a la Dirección del Trabajo con el objeto, primero, de que informe sobre los planes de fiscalización que tiene respecto de las diversas empresas y establecimientos de comercio de la Región de Magallanes; y segundo, de que proporcione una estadística de las infracciones laborales que se cometen en cuanto a no pago de remuneraciones y cotizaciones provisionales y a no respeto de la jornada de trabajo, con individualización de quienes transgreden la normativa vigente.



¿Por qué lo señalo, señor Presidente? Porque en la Región que represento los empleadores cuentan con una serie de beneficios y subsidios que les otorga el Estado de Chile. Y para acceder, por ejemplo, a la bonificación por mano de obra, no deben tener pendiente el pago de cotizaciones previsionales. Sin embargo, me han llegado denuncias en el sentido de que algunos, pese a no haber declarado ni enterado las imposiciones, obtienen tales beneficios.



De ahí que, para salir de dudas y aclarar las denuncias, estoy pidiendo remitir el oficio aludido.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

EXIGENCIA DE CINTURÓN DE SEGURIDAD EN MEDIOS

DE TRANSPORTE INTERPROVINCIAL. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero pedir que se oficie al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), al Fondo Nacional de Salud (FONASA) y a la Sección de Investigación de Accidentes de Tránsito (SIAT) -esta última, dependiente de Carabineros-, requiriendo amplia información sobre accidentes de tránsito, y en especial de los que protagonizan los buses interprovinciales.



Hemos presentado un proyecto para hacer exigible el cinturón de seguridad en ese tipo de vehículos, ya que no resulta congruente que su uso sea obligatorio en el radio urbano, donde la velocidad máxima no supera los 70 kilómetros por hora, y no en el interprovincial, en que es de 100 kilómetros por hora.



En informes de la SIAT del año 1997 se consigna que más de 4 por ciento de las muertes por accidentes de tránsito ocurren en eventos de buses interprovinciales -es decir, en carreteras-; y tal parece que el cinturón de seguridad, que hoy día no forma parte de los elementos de seguridad de dichos vehículos, debería ser de uso obligatorio.



Por consiguiente, solicito que se oficie a las entidades señaladas con el propósito de que nos entreguen información técnica respecto del uso del cinturón de seguridad en buses interprovinciales, de manera tal que sirva de fundamento al citado proyecto, que esperamos sea aprobado por el Congreso, para brindar más seguridad a los chilenos que emplean ese medio de locomoción y  actualmente viajan, sin duda, en condiciones de alto riesgo, como ha quedado demostrado en los recientes accidentes, con resultados de muerte.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
ANTECEDENTES PRESUPUESTARIOS SOBRE PROGRAMA DE PREVENCIÓN DE CÁNCER PROSTÁTICO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo solicitar al Ministerio de Salud  información presupuestaria relacionada con los recursos que va a destinar a la educación, prevención y combate en materia de cáncer de próstata.



Según antecedentes entregados por esa Cartera, tal enfermedad ha aumentado en más de un cien por ciento en los últimos diez años en todas las Regiones del país, superando largamente al cáncer cérvico uterino y al de mamas. Sin embargo, los programas de difusión en las instancias de acceso para los beneficiarios del FONASA son prácticamente nulos. No existen los relativos al tratamiento y prevención del cáncer de próstata, pero sí para la prevención y combate del cérvico uterino y del mamario. Estos dos programas, a cargo del Ministerio de Salud, han sido exitosos y han reducido notablemente las tasas de mortalidad.



No obstante -insisto-, las tasas del cáncer prostático se han disparado claramente y en los últimos diez años han aumentado en más de un cien por ciento, y en algunas zonas, en 180 por ciento.



Si bien la mencionada Cartera ha entregado las cifras, resta saber cuántos recursos va a invertir en cada Región durante 2006 para hacer efectivos los programas a nivel de consultorios municipales, que son los lugares donde básicamente pueden concurrir los hombres mayores de 50 años que no tienen dinero para el examen de sangre necesario y que, por lo tanto, requieren asistencia del Estado, a través de la salud municipalizada.



Espero contar con los datos presupuestarios para los programas del año 2006, si es que están contemplados, como hemos acordado e insistido en los últimos años, a través de los diversos Ministros del ramo.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
CONCESIÓN PROVISIONAL PARA “PROYECTO HIDROELÉCTRICO AYSÉN”, DE ENDESA-ESPAÑA. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como es de conocimiento público, se encuentra en trámite una solicitud de concesión eléctrica provisional para ENDESA-España, la cual se ha elevado ante la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), a los efectos de realizar estudios de ingeniería y medioambiente en la provincia de Capitán Prat, de la Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, para el denominado “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.



Tal proyecto de generación energética consigna la construcción de un número de centrales hidroeléctricas aún no determinado, y se han cuestionado, por parte de ENDESA, las reclamaciones que presenté a la Superintendencia, por la inhabilidad que tendrían los declarados como “no interesados”.



Quiero ser muy concreto al respecto.


El artículo 19 del D.F.L. Nº 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, otorga el derecho a formular reclamos ante la Superintendencia a los dueños de las propiedades que ocuparen o atravesaren las obras proyectadas “u otros interesados”, sin hacer mención alguna, en el caso de éstos, a su vínculo con las propiedades.



Por tanto, amparándonos en lo establecido en la propia ley, junto con otros Parlamentarios, concurrimos a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para presentar oposiciones a la concesión eléctrica provisional que la empresa ENDESA-España está solicitando para su “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.



La interpretación que dio ENDESA-España en respuesta a la presentación de “otros interesados”, sin duda, va a suscitar debate. Pero creo que la ley es suficientemente clara. La interpretación de sus palabras se hace atendiendo primero a su sentido natural y obvio (artículo 20 del Código Civil), el cual corresponde precisamente, según la jurisprudencia, al del Diccionario de la Real Academia Española, que define el “interés” como “Conveniencia o necesidad de carácter colectivo en el orden moral o material.”. De modo que sólo es posible sostener que cuando la Ley Eléctrica habla de “otros interesados” se refiere a quienes tienen “conveniencia o necesidad de carácter colectivo en el orden moral o material” respecto del “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”, de ENDESA-España.


Ese aserto queda definitivamente aclarado en el reglamento de la Ley Eléctrica, cuyo artículo 23 señala que tienen derecho a formular reclamos acerca de la solicitud de concesión eléctrica provisional “los propietarios de los predios que resultaren ocupados o atravesados por las obras proyectadas, y de aquellos en que deban realizarse estudios y mediciones, y los demás interesados o afectados.”.



Es decir, hay una clara distinción entre los propietarios de los predios y los interesados y afectados. Por tanto, éstas son en la ley y en el reglamento, categorías distintas, condiciones separadas, todas las cuales habilitan a quienes tengan alguna de tales categorías (propietarios, interesados, afectados) para reclamar.



Por último, los artículos 28 y 29 del reglamento de la Ley Eléctrica iluminan de manera adecuada respecto del término “afectados”. En este sentido, en mi opinión y en la de muchos juristas, no cabe duda de la distinción entre “afectados” e “interesados”. Y ello se disipa definitivamente en el artículo 41 de dicho reglamento, por cuanto distingue de manera expresa unos de otros al referirse a “los afectados e interesados”.



Sin duda, el debate abierto por la empresa eléctrica es legítimo, pues  hay una defensa del libre ejercicio del derecho a la acción comercial. Sin embargo, la puesta en juicio de derechos previamente establecidos en proyectos como el de “Trillium” -al cual, junto al entonces Diputado señor Girardi, nos opusimos en su oportunidad ante los tribunales y la COREMA de la Duodécima Región- habilita a que sea éste el criterio de la Superintendencia de Servicios Eléctricos.



Por otro lado, si lo planteado por ENDESA se llevara adelante, yo vería afectada la participación de las personas en la vida nacional. La defensa de la participación de los ciudadanos está particularmente presente en la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. En el mensaje presidencial que le dio origen se estableció de manera precisa que “el principio de participación ciudadana se encuentra presente en todo el desarrollo del proyecto”. Este derecho tienen quienes se consideran, en mi opinión, afectados por la solicitud de concesión eléctrica provisional de ENDESA-España.



La Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo es parte de la Patagonia chilena y, sin duda, una Reserva de la Humanidad. El Senador señor Horvath ha planteado la necesidad de obtener la declaración de Santuario de la Naturaleza -lo vamos a apoyar con decisión y fortaleza- de los humedales aledaños, ubicados en las cercanías del río Baker, lo cual da cuenta claramente de la necesidad de una amplia protección.



Por eso, ante la reclamación que hemos presentado en la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, solicito al Ministerio Secretaría General de la Presidencia que informe sobre la compatibilidad del proyecto de ENDESA-España, en razón de lo contenido en el documento denominado “Estrategia de Desarrollo de la Región de Aysén 2000-2006”, elaborado por la Secretaría Regional Ministerial de Planificación y Coordinación de la Undécima Región de Aisén, y de la factibilidad del proyecto impugnado en razón de ello.



Asimismo, pido que se oficie a la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) a fin de que informe si la solicitante ha sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de acuerdo con lo dispuesto en la letra c) del artículo 10 de la Ley 19.300, el proyecto reclamado, en su fase de estudio.



Junto con lo anterior, también solicito que la Comisión Nacional del Medio Ambiente se pronuncie acerca de si estos proyectos, en etapa de estudio -esto es, construcción de caminos, ejecución de prospecciones, etcétera-, deben ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental previo a su implementación y, por lo tanto, a los requisitos preliminares que permitirían la concesión eléctrica provisional.



Señor Presidente, lo señalado, sin duda, forma parte importante del correcto ejercicio de los derechos ciudadanos contenidos en la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente y, de modo particular, de la legítima aspiración de quienes no desean una intervención de los ríos Baker y Pascua, y que han manifestado personalmente que reconocen la necesidad eléctrica y energética.



Se trata de un problema de carácter nacional. Chile carece de una política energética que permita resolver los problemas de los próximos diez años. El país debe encontrar solución a esta demanda, pero hemos de discutir cuál es la mejor: la intervención de los principales ríos, los más caudalosos del mundo, de la Patagonia inexplorada -Reserva y, esperamos, Santuario de la Naturaleza-, o si, en definitiva, debemos recurrir a otro tipo de generación eléctrica o a una combinación de ambos.



Espero que el Senado y el Gobierno, en último término, den cuenta de lo que la propia Vivianne Blanlot, actual Ministra de Defensa, señaló, en su calidad de Directora de CONAMA, respecto a la carencia en Ralco de una política sistemática, dada la escasez en Chile en materia de recursos naturales generadores de energía.



Por lo tanto, reitero mi solicitud de oficios, a fin de obtener la información para un debate que, con dos Senadores que representan a la Región, pueda ser parte de un objetivo mayor: el proyecto energético y de sustentabilidad que requiere el país para seguir desarrollándose. Y, al respecto, debe determinarse si las alternativas que hoy se presentan son las más correctas y convenientes para el medio ambiente, para el desarrollo económico, para los habitantes de Aisén y, también, para “otros interesados”. En definitiva, sostengo que lo referente a los bienes y recursos naturales es de interés colectivo nacional y no sólo de los habitantes de cierta Región. Porque, sin duda, Aisén, por su importancia, es un patrimonio de Chile y de la Humanidad.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde el turno al Comité Mixto.



No hará uso de la palabra.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:25.










Manuel Ocaña Vergara,










Jefe de la Redacción

ANEXOS

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE RESPONSABILIDAD FISCAL

(4000-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República. Con urgencia calificada de “suma”.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Honorable Diputado señor Eugenio Tuma; el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria de dicha Cartera de Estado, señora María Eugenia Wagner; el Director de Presupuestos, señor Mario Marcel, y los asesores del Ministerio de Hacienda, señores Marcelo Cerna y Claudio Juárez.

- - -


Cabe señalar que el inciso quinto del artículo 6° y el artículo 18 deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, por incidir, la primera de estas normas, en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y la segunda, en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


Los principales objetivos de la iniciativa en informe son los siguientes:


- Establecer la obligación legal del cálculo anual del balance estructural del Sector Público;
- Disponer como obligación que el Presidente de la República, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, establezca las bases de la política fiscal que será aplicada durante su administración;


- Establecer la obligación de proporcionar información completa respecto de las obligaciones respecto de las cuales haya sido otorgada la garantía del Estado;

- Disponer la creación de un Fondo de Reserva de Pensiones destinado a complementar el financiamiento de las obligaciones fiscales derivados de compromisos con el sistema de pensiones, del decreto ley N° 3.500, de 1980, de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, y de las pensiones asistenciales a que se refiere el decreto ley N° 869, de 1975;

- Dar carácter permanente a la glosa correspondiente al Programa de Contingencia contra el Desempleo establecido en la Ley de Presupuestos;

-Estructurar en un solo Fondo depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la Gran Minería del Cobre;

- Otorgar el carácter de permanente a una norma que ha venido incorporándose año tras año en la Ley de Presupuestos, con el propósito de regular operaciones que comprometen obligaciones de pago a futuro;

- Disponer la existencia de un Comité Financiero, en virtud del cual se busca estructurar asesoría en las decisiones que corresponda adoptar el Ministro de Hacienda en materia de inversiones;
- Obtener de las instituciones destinatarias de inmuebles fiscales, un pago por el uso de tal patrimonio;

- Modificar el decreto ley N° 1.263, de 1975, en los siguientes aspectos:

Generalizar el sistema de evaluación de proyectos y perfeccionar el carácter del informe del organismo de planificación en la evaluación de los proyectos, exigiendo que este informe sea favorable.

Exigir que los estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas sean evaluados e informados sobre la base de una metodología que deberá determinarse por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.

Exceptuar de la identificación presupuestaria a los estudios y proyectos de las Fuerzas Armadas calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.

- Ampliar la exigencia y oportunidad de la información respecto del manejo de los fondos de adquisiciones de las Fuerzas Armadas, legislados en la ley N° 13.196 y sus modificaciones;


- Establecer a nivel directivo la conducción superior del nuevo sistema de información (SIGFE) que se encuentra desarrollando la Dirección de Presupuestos, y
- Derogar normativa especial respecto de las inversiones financieras de las instituciones de previsión social (INP), Caja de la Defensa Nacional y Dipreca, y derogar el decreto ley N° 1.570, de 1976, con el propósito de homologar los sistemas de la información de las instituciones de la Defensa Nacional y de Orden y Seguridad Pública, con la del resto de las instituciones del sector público.
- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.


- Decreto ley N° 1.939, de 1977, sobre adquisición, administración y disposición de bienes del Estado.


- Decreto con fuerza de ley N° 2, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija la planta de personal de la Dirección de Presupuestos.


- Decreto ley N° 670, de 1974, sobre reajustes de sueldos del sector público y privado. En el artículo 55 se regulan las inversiones en instrumentos financieros de las instituciones de previsión social.


- Decreto ley N° 1.570, de 1976, sobre aplicación del decreto ley N° 1.263, de 1975, a las instituciones de la Defensa Nacional.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje


En dicho documento se señala que el manejo ordenado y responsable de las finanzas públicas ha sido ampliamente reconocido como unos de los principales factores que explican los logros que el país ha obtenido en los últimos quince años en crecimiento económico, reducción de la pobreza y desarrollo social. La responsabilidad fiscal, igualmente, es uno de los recursos fundamentales con se cuenta como país para enfrentar los múltiples desafíos pendientes del desarrollo.

Se precisa que los avances a este respecto sólo son sostenibles cuando se basan en amplios consensos políticos y sociales, se adecuan a las características históricas e institucionales de cada país y resultan de un trabajo persistente.

El acelerado proceso de cambio económico y social que vive el mundo y nuestro país, sumado a las legítimas demandas ciudadanas por avanzar hacia una sociedad más abierta, democrática y transparente, obligan a continuar avanzando en consolidar lo logrado y dar pasos adicionales en un proceso razonado e informado hacia los más altos estándares posibles en lo que a responsabilidad y eficiencia en la gestión pública se refiere. Por ello, se indica, el proyecto de ley en informe propone avanzar en ambos sentidos, en base a normas que recogen las recomendaciones de los organismos internacionales que han evaluado nuestro sistema fiscal y presupuestario recientemente, y otras que consolidan en legislación permanente avances recientes.

El Mensaje se refiere a continuación a las iniciativas desarrolladas en la materia entre los años 2000 y 2004, destacando la adopción, desde el año 2000, de una regla de política fiscal que obliga a generar año a año un superávit estructural de 1% del PIB; el hecho que los parámetros básicos para el cálculo del balance estructural (precio del cobre de largo plazo y PIB tendencial) sean definidos año a año por comités de expertos independientes; la circunstancia de que la metodología de cálculo del balance estructural es ampliamente conocida, y que la calidad y cantidad de información fiscal disponible se ha expandido notablemente, por lo que la aplicación práctica de la regla fiscal en estos años ha sido acompañada por altísimos estándares de transparencia.

Se hace presente que en los últimos años también se han producido avances importantes en lo que se refiere al desarrollo y aplicación de instrumentos destinados a buscar una más eficiente asignación y ejecución de los recursos públicos, lo que se vincula fundamentalmente al alto grado de desarrollo e institucionalización que ha alcanzado el sistema de control de gestión ligado al presupuesto desarrollado desde el Ministerio de Hacienda.

Entre los principales instrumentos que componen este sistema, se encuentran los indicadores de desempeño, las evaluaciones de programas e instituciones, el Fondo Concursable de iniciativas presupuestarias y los Programas de Mejoramiento de Gestión (PMG). Los avances en la aplicación de estos instrumentos han sido notables. Para el presupuesto 2005, 133 instituciones comprometieron 1.588 metas cuantitativas a través del sistema de indicadores; entre 1997 y 2005 se habrán completado 134 evaluaciones de programas e instituciones públicas; el Fondo de Iniciativas presupuestarias ha permitido reasignar más de 600 millones de dólares a iniciativas de alta prioridad e impacto, y al atar un porcentaje de la renta de los funcionarios a la gestión institucional, el sistema de PMG han permitido a los servicios públicos avanzar en dimensiones claves de su gestión.

En lo que se refiere a la calidad, frecuencia y cobertura de la información fiscal, los avances de los últimos años han sido también ampliamente reconocidos. Así, se han realizado importantes mejoramientos metodológicos y se ha consolidado un completo sistema de información fiscal que incluye un cronograma periódico de publicación y envío al Congreso de información. Este sistema incluye, entre otros elementos, información de la ejecución presupuestaria del Gobierno Central, de la gestión financiera de las empresas públicas, de la gestión financiera municipal, y de activos y pasivos del sector público. 

Metodológicamente, la mayor innovación a este respecto se refiere a la adopción desde 2003 de los estándares del Manual de Estadísticas Fiscales del FMI, de 2001. A raíz de esta innovación, ahora la información fiscal se presenta sobre una base devengada e incorpora a la información financiera del gobierno central, los hechos económicos asociados al devengue de intereses por los bonos de reconocimientos, y las operaciones financieras asociadas a la Ley reservada del Cobre. Con estas innovaciones, nuestro país es hoy uno de los pocos países en el mundo que ha adaptado su información fiscal a los más altos estándares existentes.

En lo que se refiere a la frecuencia de la información, se destaca la periodicidad mensual que se le ha dado a la información de ejecución presupuestaria del gobierno central presupuestario; la información trimestral del gobierno central consolidado, de la gestión financiera de las empresas públicas y de la deuda del gobierno central; la información semestral de la deuda del sector público en su conjunto -información que nunca se había entregado consolidada antes-, y la publicación anual del Informe de Finanzas Públicas, del Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público y de las Estadísticas de las Finanzas Públicas. 

La eficiencia en la gestión de activos y pasivos del sector público también ha registrado importantes avances. La creación de una unidad profesional dedicada a la gestión de activos y pasivos en la Dirección de Presupuestos -la División de Finanzas— ha posibilitado nuevos estándares en este ámbito. El trabajo de esta división ha generado cuantiosos recursos al presupuesto público a través de la gestión de la Cuenta Única Fiscal y otros activos líquidos, y del análisis, gestión y prepago de pasivos, entre otras operaciones financieras especializadas. También ayudaron a un mejor control del riesgo y eficiencia en la gestión de activos las normas sobre inversiones en el mercado de capitales dictadas en 2003 para regular los procedimientos para la inversión financiera en los servicios públicos.

En lo que a rendición de cuentas a la ciudadanía y al Congreso se refiere, a la disponibilidad de mayor y mejor información estadística, se suman una serie de avances adicionales. Por una parte, la publicación de Balances de Gestión Integral de las instituciones públicas permite a la ciudadanía y al Congreso acceder a una cuenta detallada acerca de las actividades y resultados del conjunto de instituciones públicas. Nunca antes habían tenido los ciudadanos la posibilidad, como ahora, a través de estos balances disponibles públicamente en internet, de conocer y evaluar en detalle la gestión de las instituciones públicas que están a su servicio.

La institucionalización legal del Informe de Finanzas Públicas, por otra parte, asegura que el Congreso, la ciudadanía y los analistas, accedan a información presupuestaria oportuna de corto y mediano plazo, información acerca de pasivos contingentes y gastos tributarios del gobierno, y al análisis de temáticas relevantes para la comprensión y evaluación de las finanzas públicas chilenas. También, en lo que se refiere a la rendición de cuentas, la institucionalización con carácter de permanente de la Comisión Especial de Presupuestos, ha permitido un mejor control y cooperación entre el Congreso y el ejecutivo en la ejecución y evaluación del presupuesto más allá del período de discusión del mismo.

En lo que se refiere a transparencia en la aplicación de los recursos públicos, un hito fundamental ha sido la regulación y permanente reducción de los gastos reservados durante los últimos cinco años. Como resultado de la aplicación de esta legislación y de las permanentes reducciones que se habían venido realizando a los gastos reservados en años anteriores de los gastos reservados de la administración civil, en el presupuesto de 2005 equivalen a una tercera parte de los correspondientes a la ejecución del año 2000 y son menos de una décima parte de los que se ejecutaron en promedio entre 1980 y 1989.

El Mensaje enfatiza que en los últimos años también se han visto innovaciones importantes en la forma en que el Estado opera con el sector privado y la sociedad civil. La ley de compras públicas de 2003 y la consecuente apertura del portal de Chile Compras, ha sometido las adquisiciones públicas a un proceso abierto, competitivo y transparente, incorporando a miles de nuevos proveedores a la posibilidad de contratar con las instituciones públicas, y generando importantes ahorros en la adquisición de bienes y servicios a las mismas. Se encuentra hoy en discusión en el Congreso un nuevo proyecto de ley que también busca asegurar transparencia y eficiencia en los procesos de licitación de inversiones públicas, y se menciona que por una ley aprobada en 2003 se creo un registro público de las personas jurídicas que reciben transferencias desde las instituciones públicas y de las instituciones que reciben donaciones con franquicias tributarias, transparentando también la relación financiero entre el Estado y las organizaciones sin fines de lucro.

El Mensaje aborda enseguida el tema de los resultados, oportunidades y necesidad de avances adicionales, destacando que haber implementado un conjunto tan amplio y profundo de innovaciones en tan corto tiempo refleja no sólo el espíritu reformista y progresivo con que el Gobierno y Congreso han enfrentado la Reforma del Estado en los últimos años, sino, además. la gran dosis de persistencia, sentido de oportunidad y pragmatismo con que se ha actuado. Así, estas innovaciones han sido implementadas a través de una combinación de medidas administrativas, definiciones de política, legislación temporal (leyes de presupuesto) y leyes permanentes, adoptándose esta última vía sólo en aquellas materias imprescindibles o que la experiencia acumulada demostraba que era conveniente consolidar.

Las innovaciones se han materializado en corto tiempo en importantes mejoramientos en los resultados de la gestión financiera pública, resultados que comprenden, entre otras dimensiones, el impacto macroeconómico y la confianza que ha generado la política presupuestaria, la capacidad del Estado de llegar con los recursos públicos a actividades prioritarias para la población y la eficiencia con que estos recursos han sido ejecutados y aplicados a los programas públicos. 

En lo que se refiere al impacto de la política fiscal en los resultados macroeconómicos, existe un amplio acuerdo en que la aplicación de la regla de superávit estructural ha generado muy positivos resultados en términos de estabilidad macroeconómica, sostenibilidad de las finanzas públicas y confianza en el país. Lo primero se refleja en que, pese a que la economía chilena sufrió entre 2001 y 2003 un shock externo de dimensiones equivalentes al sufrido en los períodos 1982-83 y 1998-99, entre 2001 y 2003 la economía creció a una tasa media de 3.1%. Esto se compara con una caída media del PIB de 8,2% en el período 1982-83 y una caída del producto de un 0,8% en el año 1999. Esta novedosa capacidad de la economía para continuar creciendo ante circunstancias tan adversas responde a la capacidad contracíclica y credibilidad de la regla de política fiscal.

En efecto, la posibilidad de implementar una política fiscal contracíclica no es una opción gratuita. Esta depende críticamente de la confianza que tengan en la sostenibilidad de largo plazo de las finanzas públicas los inversionistas que deben financiar los déficit transitorios asociados a un marco contracíclico. Esta confianza, que se ha reflejado directamente en los niveles de riesgo país alcanzados por nuestro país -los más bajos de nuestra historia y del mundo para países de desarrollo similar- ha sido plenamente confirmada por los resultados fiscales posteriores. Así, tras un leve aumento en el período 2001-2002, los superávit generados en la actual fase expansiva llevaron la deuda bruta del Gobierno Central a 10,9% del PIB en 2004, su nivel más bajo desde que existen registros comparables. 

El principio de la regla de política fiscal de aislar los efectos cíclicos que actúan sobre los ingresos en la determinación del gasto, no sólo incide en el impacto contracíclico de la política fiscal. Una segunda virtud fundamental de este principio es que garantiza continuidad en el financiamiento de reformas claves con un impacto presupuestario multianual, y estabilidad en el financiamiento de programas sociales prioritarios. Así, la aplicación de la regla de política ha permitido acomodar en los últimos años los fuertes gastos asociados a reformas claves heredadas de administraciones anteriores, y comenzar nuevas reformas con alto impacto en la población. Entre las primeras, están la extensión de Reforma Procesal Penal y la expansión de la Jornada Escolar Completa, y entre las segundas se encuentran la fuerte expansión de la cobertura preescolar, la extensión gradual del Régimen de Garantías en Salud y la implantación del Sistema Chile Solidario.  

S.E. el Presidente de la República afirma que, por otra parte, en contraposición con lo ocurrido en los ochenta, en que pensiones y otras prestaciones sociales básicas fueron recortadas de acuerdo a la disponibilidad fiscal en situaciones de crisis externa, la adversa situación vivida en la primera parte de su gobierno no ha sido obstáculo para que el valor y cobertura de prestaciones sociales prioritarias -como las pensiones asistenciales y mínimas- continuara creciendo en los últimos años, y el gasto social como un todo se expandiera de forma sostenida. Así, mientras el gasto total creció a una tasa media anual de 3,9% entre 2000 y 2004, el gasto en salud creció a una tasa media de 6,5% y el gasto en educación lo hizo a un 5,6% en promedio anual. 

Una idea adicional de la eficiencia con que los recursos públicos se han orientado a las prioridades sociales de la población y de la efectividad con que estos se han aplicado a la resolución de las mismas, por otra parte, se obtiene al comprobar que, de acuerdo al Índice de Desarrollo Humano de Naciones Unidas, Chile tiene hoy los mayores niveles de desarrollo humano entre los países que tienen igual o menor tamaño relativo del Estado. Esta capacidad creciente de llevar adelante las tareas propias del Estado con la mayor productividad posible, también se refleja en el hecho de que el número de funcionarios requeridos en relación al volumen de recursos movilizados ha caído progresivamente. Así, si en 1990 se requerían 3,7 funcionarios públicos por cada $100 millones de gasto (en moneda de 2005) en 1999 esta proporción se había reducido a 2,3 funcionarios, y para la ejecución del presupuesto de 2005 equivale a 2,1 funcionarios por cada $100 millones.

Estos avances también se han manifestado en indicadores directos respecto de la capacidad de administración del presupuesto. En lo que se refiere a su discusión parlamentaria, el aumento de la cantidad, calidad y periodicidad de la información sobre ejecución y gestión del presupuesto entregada al Congreso –junto a la instauración como permanente de la Comisión Especial de Presupuestos- ha permitido una discusión mucho más expedita y efectiva del proyecto de presupuestos, concentrándose la discusión parlamentaria en los temas críticos no resueltos en instancias anteriores. 

Todos estos avances se reflejan también en los resultados de las múltiples evaluaciones externas que organismos competentes han realizado en los últimos tres años al sistema de administración financiera y presupuestaria. Las principales son el Informe sobre Observancia de Códigos y Estándares (ROSC) en Transparencia Fiscal del Fondo Monetario Internacional; el Informe Budgeting in Chile de la Organización de Cooperación para el Desarrollo Económico (OCDE); la aplicación del Índice de Transparencia Fiscal en América Latina del International Budget Project; la Evaluación de la Responsabilidad Financiera Pública, desarrollada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial (BM); y la Evaluación del Programa de Evaluación de Programas del Gobierno de Chile, también realizada por el Banco Mundial.

Los informes de estos organismos, sin embargo, no sólo han destacado los elementos positivos del sistema de administración financiera y prácticas presupuestarias. También han indicado una serie de desafíos pendientes y realizado recomendaciones generales y específicas respecto de cómo abordarlos. En términos generales, varios de los informes coinciden en la necesidad de: i) institucionalizar de manera permanente buenas prácticas de gestión presupuestaria y financiera desarrolladas al amparo de facultades administrativas o leyes de presupuestos; ii) fortalecer la consistencia en la gestión financiera pública con la estructura del estado; iii) reforzar el marco de mediano plazo y profundizar los mecanismos para la evaluación del riesgo fiscal y los pasivos contingentes, y iv) aumentar la transparencia en algunas áreas de la administración financiera, particularmente el sector de defensa.

S.E. el Presidente de la República subraya que la idea de recoger estas recomendaciones y traducirlas en un proyecto de ley para ser discutido en el Honorable Congreso ha quedado registrada en los protocolos presupuestarios de los dos últimos años. Habiéndose ya recibido y analizado conjuntamente con la Comisión Especial de Presupuestos estas recomendaciones, el proyecto de ley en informe refleja el cumplimiento de ese compromiso.

El Mensaje se refiere a continuación al contenido del proyecto, poniendo de relieve que no hace más que profundizar en la línea desarrollada anteriormente.

Cálculo anual del balance estructural:

En primer lugar, el proyecto establece la obligación legal para que futuras administraciones entreguen la información respecto de la situación de mediano plazo de las finanzas públicas, que la actual administración ha entregado, sin que exista mandato legal que lo exija, reflejando de esta manera las implicancias macroeconómicas y financieras de la política presupuestaria. 

De esta forma, mediante esta disposición, se incorpora como parte del programa financiero que señala el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el cálculo anual del balance estructural del Sector Público, el que deberá ser efectuado por la Dirección de Presupuestos, sobre la base de la metodología, procedimientos y normas que defina el Ministerio de Hacienda.

Establecimiento de bases de política fiscal al inicio de un Gobierno:

En segundo lugar, el proyecto dispone como obligación, que el Presidente de la República, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, establezca las bases de la política fiscal que será aplicada durante su administración.

Obligación de entrega de información:

En tercer lugar, el proyecto establece la obligación de proporcionar información completa respecto de las obligaciones respecto de las cuales haya sido otorgada la garantía del Estado, facultando al Ministerio de Hacienda para establecer mecanismos que permitan hacer frente al costo que se genere producto de dichas garantías. De esta manera, se busca que los informes presupuestarios reflejen todos los costos de la política presupuestaria más allá del financiamiento que se utilice para llevarla a cabo.

Fondo de reserva de pensiones:

A continuación, el proyecto dispone la creación de un Fondo de Reserva de Pensiones destinado a complementar el financiamiento de las obligaciones fiscales derivados de compromisos con el sistema de pensiones, del decreto ley N° 3.500, de 1980, de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en dicha normativa y de las pensiones asistenciales a que se refiere el decreto ley N° 869, de 1975. El objetivo que se persigue al crear este Fondo, es aminorar el impacto generacional que demandará el otorgamiento futuro de la garantía estatal a pensiones del nuevo sistema y las pensiones asistenciales.

Por otra parte, el proyecto señala las fuentes de financiamiento del Fondo, consistente en un aporte anual que no deberá ser inferior a 7.000.000 de Unidades de Fomento. Dicho monto anual se incrementará dependiendo del superávit efectivo del Gobierno Central. El aporte anual deberá efectuarse hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen una cantidad equivalente en pesos a 900.000.000 de Unidades de Fomento. Asimismo, el Fondo podrá incrementarse producto de la rentabilidad que se obtenga por la inversión de los recursos del Fondo, así como por los demás aportes que establezca la ley.

El proyecto restringe el uso de los recursos del Fondo una vez que hayan transcurrido diez años de acumulación de dichos recursos. Asimismo prevé su extinción luego de 15 años desde la entrada en vigencia de la ley si se cumple cierto supuesto.

En cuanto a la aplicación de los recursos del Fondo, la norma entrega la regulación de esta materia a un reglamento que deberá ser dictado por el Ministerio de Hacienda.

Además, se dispone la obligación de realizar un estudio actuarial cada tres años, a fin de evaluar la sustentabilidad del Fondo. 

El proyecto, asimismo, fija un límite máximo anual para la utilización de los recursos del Fondo. Este límite corresponde a un tercio de la diferencia producida entre el gasto total que deba efectuarse en un año respectivo por concepto del pago de pensiones mínimas y asistenciales y, el gasto total efectuado por dicho concepto en el año 2015.

También, el proyecto faculta invertir los recursos del Fondo en instrumentos financieros autorizados para el Fondo de Pensiones Tipo E que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980.

Programa de contingencia contra el desempleo:

A continuación, el proyecto busca dar carácter permanente a la glosa correspondiente al Programa de Contingencia contra el Desempleo establecido en la Ley de Presupuestos, dotándola de un objeto, requisitos y financiamiento de carácter igualmente permanente, a fin de enfrentar eventuales problemas de alto desempleo a nivel nacional, regional, provincial y comunal. 

El proyecto, enseguida, establece los requisitos que permiten la implementación del Programa de contingencia, dejando su regulación a un decreto reglamentario expedido por el Ministerio de Hacienda, tal como ocurre actualmente respecto de la glosa presupuestaria que regula esta materia.

El proyecto, además, establece fuentes de financiamiento del Programa de Contingencia contra el Desempleo, que son similares a las que hoy existen en la glosa presupuestaria. Es decir, financiamiento vía reasignaciones presupuestarias y mediante excedibilidad del gasto, constituyendo un elemento nuevo el hecho de que se limite la excedibilidad al monto  equivalente a 0,5% de las sumas globales de gasto que la Ley de Presupuestos fije anualmente.

Nuevo fondo, que refunde dos existentes:

Luego, el proyecto tiene como objetivo estructurar en un solo Fondo depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la Gran Minería del Cobre, ante la existencia actual de dos Fondos. Uno de carácter legal y otro originado en un convenio internacional, los cuales determinan mediante procedimientos distintos, el destino de tales recursos y su utilización.

Para efectos de cumplir el objetivo de la norma propuesta, se solicita se otorgue una facultad al Presidente de la República a fin de fusionar ambos Fondos y a su vez establecer normas comunes de ingresos, recursos y destino.

Operación de pago a futuro:

Asimismo, el proyecto otorga el carácter de permanente a una norma que ha venido incorporándose año tras año en la Ley de Presupuestos, con el propósito de regular operaciones que comprometen obligaciones de pago a futuro y, en tal virtud, comprometen la responsabilidad financiera institucional y del Estado en su conjunto.

Comité Financiero:

Enseguida, se dispone la existencia de un Comité Financiero, en virtud del cual se busca estructurar asesoría en las decisiones que corresponda adoptar el Ministro de Hacienda en materia de inversiones. La norma asimismo establece la obligación de reserva que les asiste a los miembros de este Comité respecto de las informaciones que obtengan en sus funciones o cargo, que no esté disponible en el mercado.

Pago por uso de inmuebles fiscales:

El proyecto, por otra parte, pretende obtener de las instituciones destinatarias de inmuebles fiscales, un pago por el uso de tal patrimonio, de modo tal de reflejar el verdadero costo institucional y al mismo tiempo incentivar un uso más eficiente del patrimonio estatal.

Modificaciones al D.L. Nº 1.263:

A continuación, el proyecto propone modificaciones al decreto ley N° 1.263, de 1975, que consisten principalmente en lo siguiente.

En primer lugar, se generaliza el sistema de evaluación de proyectos y se perfecciona el carácter del informe del organismo de planificación en la evaluación de los proyectos, exigiendo que este informe sea favorable.

En segundo lugar, exige que los estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas sean evaluados e informados sobre la base de una metodología que deberá determinarse por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.

En tercer lugar, exceptúa de la identificación presupuestaria a los estudios y proyectos de las Fuerzas Armadas calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.

Información respecto de las Fuerzas Armadas:

También el proyecto amplía la exigencia y oportunidad de la información respecto del manejo de los fondos de adquisiciones de las Fuerzas Armadas, legislados en la ley N° 13.196 y sus modificaciones.

Creación de cargo:

Por otra parte, se busca establecer a nivel directivo, la conducción superior del nuevo sistema de información que se encuentra desarrollando la Dirección de Presupuestos, denominado SIGFE. Para estos efectos, se crea un cargo de Jefe de Departamento en la planta de personal de la Dirección de Presupuestos.

Derogaciones:

El proyecto, enseguida, deroga normativa especial respecto de las inversiones financieras de las instituciones de previsión social (INP), Caja de la Defensa Nacional y Dipreca, que dejaba entregada la identificación de los instrumentos financieros a lo dispuesto por el Banco Central y otras entidades sometidas a la normativa general del artículo 3° del decreto ley N° 1.056. En virtud de esta derogación, las instituciones arriba señaladas pasan a quedar sometidas a la normativa general aplicable a los organismos del sector público, es decir, podrán invertir en los instrumentos que se determinen mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda.

También, deroga el decreto ley N° 1.570, de 1976, con el propósito de homologar los sistemas de la información de las instituciones de la Defensa Nacional y de Orden y Seguridad Pública, con la del resto de las instituciones del sector público, privándola del tratamiento de excepción que establece el cuerpo legal que se deroga.

En la norma transitoria, el proyecto establece como fecha de entrada en vigencia de las normas contenidas en el Título I de la ley, el 1° de enero de 2006.

La otra norma transitoria dispone que el mayor gasto fiscal que pudiere representar la aplicación de esta ley durante el año 2005, se financiará con cargo a las provisiones del Tesoro Público.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al darse inicio al análisis de la iniciativa en informe el señor Director de Presupuestos efectuó una exposición acerca de los principales aspectos del proyecto. Hizo presente que el Ejecutivo ha preparado una serie de indicaciones para ser presentadas en su oportunidad durante la tramitación en el Senado. El Director de Presupuestos se refirió básicamente a los siguientes puntos:

1. Introducción 

El proyecto sobre responsabilidad fiscal se enmarca en los acuerdos suscritos en el protocolo de la ley de presupuestos 2005 entre el Ministro de Hacienda y Parlamentarios. Entre los compromisos asumidos se encuentra el envío por parte del Ejecutivo, al Congreso Nacional, de un proyecto de ley con medidas adicionales a las aprobadas en 2003 para fortalecer responsabilidad fiscal en Chile.

Esta iniciativa recoge recomendaciones efectuadas tanto por las evaluaciones externas sobre transparencia fiscal en Chile realizadas por el FMI, BID, Banco Mundial y OCDE como las  proposiciones de la Comisión Especial de Presupuestos.

Los principales contenidos del proyecto dicen relación con los siguientes aspectos:

- Normas sobre mejoramiento de la gestión financiera y presupuestaria.

- Normas sobre gestión de activos y pasivos del sector público.

- Disposiciones varias sobre administración financiera presupuestaria.

2. Normas sobre mejoramiento de la Gestión Financiera y Presupuestaria (Título I)

Este Título se estructura sobre la base de cuatro párrafos que tratan las siguientes materias: 1) Del Balance Estructural y Política Fiscal 2) De los Pasivos Contingentes y del Fondo de Reserva de Pensiones, 3) Del Programa de Contingencia contra el Desempleo y,  4) De la Compensación de los Ingresos del Cobre.

Cálculo Anual del Balance Estructural

La norma del balance estructural tiene como propósito establecer la obligación legal para que futuras administraciones entreguen información respecto de la situación de mediano plazo de las finanzas públicas. De esta manera, las estadísticas fiscales reflejarán plenamente las implicancias macroeconómicas y financieras de la política presupuestaria.

Así, el cálculo anual del Balance Estructural del Sector Público se incorporará como parte del programa financiero a que se refiere el artículo 10 la Ley de Administración Financiera del Estado. Este cálculo será efectuado por la DIPRES, sobre la base de la metodología, procedimientos y normas que se establezcan mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

Establecimiento de Bases de Política Fiscal al inicio de Administración

Se dispone como obligación que el Presidente de la República, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, establezca las bases de la política fiscal que será aplicada durante su administración. Esta obligación deberá cumplirse mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

De los Pasivos Contingentes

Se establece la obligación de la Administración del Estado de proporcionar información respecto de los compromisos que ésta ha asumido a través del otorgamiento de la garantía del Estado. La norma obliga a la DIPRES a elaborar anualmente un informe que consigne el monto total y las características de las obligaciones a las que les ha sido otorgada la garantía del Estado, incluyendo la estructura de vencimiento, tipo de garantía y beneficiarios. El informe también debe incluir una estimación de los compromisos financieros que resulten de la aplicación de normas legales o contractuales que generen pasivos contingentes (garantía estatal de pensión mínima y garantías otorgadas por concesiones en infraestructura, entre otras).

La norma faculta al Ministerio de Hacienda para establecer provisiones o mecanismos que permitan hacer frente al costo que se genere producto de estas garantías y al mismo tiempo autoriza al Estado para cobrar una comisión por el otorgamiento de dichas garantías, cuyo monto y condiciones deben determinarse por decretos del Ministerio de Hacienda. Este cobro no procederá en aquellos casos en que las garantías tengan carácter de obligatorio o irrenunciable para sus beneficiarios.
Fondo de Reserva de Pensiones

a) El proyecto propone crear un Fondo de Reserva de Pensiones con el objeto de pre-financiar en parte el futuro aumento en el gasto de pensiones mínimas y asistenciales financiadas por el Estado. Lo anterior pretende suavizar las necesidades de financiamiento que deberá enfrentar el Estado en el futuro por este concepto y a la vez transparentar y hacer explícitas la futura responsabilidad fiscal.

En la actualidad, el gasto en pensiones mínimas y asistenciales se encuentra en alrededor del 0,5% del PIB. Considerando el aumento de la esperanza de vida de la población, en especial de las mujeres, y de las bajas densidades de cotización de los afiliados al sistema de pensiones de AFP, se estima que el gasto en la garantía estatal de pensiones mínimas y de pensiones asistenciales crecerá en el futuro. De acuerdo a proyecciones realizadas por el Ministerio de Hacienda, se espera que este gasto alcance alrededor de 1,2% del PIB en 25 años más.

b) Se establece que el Fondo estará constituido y se incrementará con los siguientes aportes:

- Un aporte equivalente al 50% de la diferencia entre el superávit efectivo del Gobierno Central en el año anterior y el aporte de recursos que haya sido devengado al Fondo de Compensación de los ingresos del cobre, en el año anterior. Este aporte deberá efectuarse anualmente hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen una cantidad equivalente en pesos a 900.000.000 de UF. La norma dispone que si el monto resultante del aporte anual fuese inferior al equivalente en pesos a 7.000.000 de UF (aprox. $ 125.000 millones), deberá enterarse un aporte adicional anual por un monto de recursos que permita alcanzar esta última cantidad, procedimiento que regirá hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen la cantidad de 900.000.000 de UF.

- El producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos del Fondo.

- Los demás aportes que establezca la ley.

c) El proyecto prevé un tiempo de acumulación de 10 años del Fondo. Asimismo prevé su extinción luego de 15 años desde la entrada en vigencia de la ley si se cumple el supuesto de que los giros a efectuarse en un año calendario no superen el 5% de la suma del gasto en garantía estatal de pensiones mínimas y asistenciales consultado en la Ley de Presupuestos.

d) En cuanto a la aplicación de los recursos del Fondo, se entrega la regulación de esta materia a un reglamento que deberá ser dictado por el Ministerio de Hacienda. Asimismo, el proyecto dispone la obligación de realizar un estudio actuarial cada tres años, a fin de evaluar la sustentabilidad del Fondo, estudio que también deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación al monto de la pensión mínima y pensión  asistencial.

e) Se autoriza la inversión de los recursos del Fondo en los instrumentos financieros que el DL N° 3.500, de 1980, autorice para el Fondo de pensiones Tipo E según las normas y límites que fije el Ministerio de Hacienda mediante decreto supremo. El Ejecutivo ha preparado indicaciones para reemplazar el artículo 8°. Como un primer objetivo, la modificación a este artículo pretende que los recursos del Fondo puedan invertirse en los instrumentos, operaciones y contratos que señala el artículo 45 del D.L. N° 3.500, de 1980, sin limitarlo, como está actualmente el proyecto, al Fondo tipo E. Se excluye la inversión en instrumentos de renta variable. Como un segundo objetivo, la modificación entrega la posibilidad de que la Tesorería contrate los servicios de administración de cartera de inversión de los recursos del Fondo mediante licitación pública, cuyas bases deben ser aprobadas mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda. Los servicios que se contraten no podrán extenderse por un plazo mayor a 10 años. El proyecto actualmente no considera la contratación de terceros para la administración e inversión de los recursos del Fondo.

Programa de Contingencia contra el Desempleo

a) El proyecto otorga carácter permanente al Programa de Contingencia contra el desempleo. Así, la glosa de este mismo Programa de la Ley de Presupuestos pasa a ser norma permanente, dotando al Programa de un objeto, requisitos y financiamiento permanente. Lo anterior permitirá enfrentar eventuales problemas de alto desempleo a nivel nacional, regional, provincial y comunal. El financiamiento del Programa se obtendrá por vía de reasignaciones presupuestarias y mediante excedibilidad del gasto cuando existan condiciones de alto desempleo.

b) El proyecto permitirá facilitar el análisis de la evolución del gasto público, separando las variaciones de conceptos estacionales o cíclicos de aquellos permanentes.

c) El Programa podrá operar cuando la tasa nacional de desempleo trimestral exceda el promedio de dicha tasa correspondiente a los 5 años anteriores publicados por el INE o cuando la tasa nacional de desempleo trimestral sea igual o superior al 10%. La aplicación de los recursos del Programa  se debe efectuar conforme los lineamientos, mecanismos, procedimientos y normas que se establezcan en un reglamento emanado del Ministerio de Hacienda, el que deberá ser suscrito además por el Ministerio del Trabajo.

d) El Programa se financiará de la siguiente manera:

- Mediante reasignaciones en la Ley de Presupuestos del respectivo año, las que no estarán afectas a la limitación del inciso segundo del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ni a las que establezca la referida Ley de Presupuestos en conformidad con el inciso tercero de dicho artículo.

- Mediante la excedibilidad del ítem correspondiente al Programa, la que, para estos efectos, se entenderá comprendida en el artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Es importante tener presente que el monto anual de recursos que importe la excedibilidad señalada, no podrá superar el equivalente en pesos a un 0,5% de las sumas globales de gasto que la Ley de Presupuestos fije anualmente.

Compensación de los Ingresos del Cobre (Estructurar un solo Fondo)
Se propone estructurar en un solo Fondo los depósitos de los excedentes y tributos provenientes de la Gran Minería del Cobre, ante la existencia actual de dos Fondos. Para efectos de cumplir el objetivo de la norma propuesta, en el proyecto de ley se solicita se otorgue una facultad al Presidente de la República para que mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Hacienda, fusione en un solo Fondo los recursos adicionales  a que se refiere el DL N° 3.653, de 1981 y los recursos del Fondo de Compensación para los Ingresos del Cobre constituidos conforme al Convenio de Préstamo BIRF N° 2625 CH.

Normas sobre Gestión de Activos y Pasivos del Sector Público (Título II)
En la línea de fortalecer la responsabilidad fiscal, el Título II del proyecto contiene una serie normas destinadas a mejorar la gestión de los activos y pasivos del sector público. Estas normas son:

- La que otorga el carácter permanente a una norma que ha venido incorporándose año tras año en la Ley de Presupuestos, a fin de regular operaciones que comprometen obligaciones de pago a futuro y, en tal virtud, comprometen la responsabilidad financiera institucional y del Estado en su conjunto (ej. contratos de arrendamiento con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado, contratos o convenios que originen obligaciones de pago a futuro por la obtención de la propiedad o el uso o goce de ciertos bienes, y de determinados servicios).

- La que crea un Comité Financiero que tiene como función principal asesorar al Ministro de Hacienda en la decisión sobre inversión financiera de los recursos del Fisco, cuya integración, funciones y demás normas de procedimientos serán determinadas mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

- La que tiene por objeto obtener de las instituciones destinatarias de inmuebles fiscales, un pago por el uso de dichos inmuebles, de modo de reflejar el verdadero costo institucional y a su vez incentivar un uso más eficiente del patrimonio estatal. Esta norma faculta al Ministerio de Bienes Nacionales para efectuar dicho cobro.

Disposiciones varias sobre Administración Financiera y Presupuestaria (Título III)
El Título III del proyecto incorpora normas conducentes a homologar los sistemas de información de ejecución presupuestaria de las instituciones del sector público y de evaluación e identificación de los proyectos de inversión  en dicho sector y asimismo propone derogaciones a normas legales que se indican más abajo.

Se proponen modificaciones al artículo 19 bis del D.L. 1.263, de 1975 con el objetivo generalizar el sistema de evaluación de proyectos y perfeccionar el carácter del informe del organismo de planificación en la evaluación de los proyectos, exigiendo que este informe sea favorable. Se exige además que los estudios y proyectos de inversión de las FF.AA. se efectúen sobre la base de una metodología determinada por decreto conjunto de los ministerios de Defensa Nacional y de Hacienda, exceptuando de la identificación presupuestaria a los estudios y proyectos de la FF.AA. calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto del Ministerio de Defensa Nacional.

Se propone la modificación al artículo 71 D.L. 1.263, de 1975, con el objeto de ampliar la exigencia y oportunidad de la información respecto del manejo de los fondos de adquisiciones de las FFAA y de Orden, legislados en la ley N° 13.196 (Ley Reservada FF.AA.) y sus modificaciones. De esta forma, se obliga al Consejo Superior de Defensa nacional proporcionar a la DIPRES, información trimestral  que contenga los ingresos y egresos comprendidos de las cuentas definidas en el artículo 3° de la ley 13.196, así como aquella correspondiente al monto de la deuda vigente. La información deberá proporcionarse dentro de los 15 días siguientes al término del respectivo trimestre, con la apertura que se determine por decreto conjunto de Hacienda y Defensa.

Por otra parte el proyecto considera la derogación de las siguientes normas legales:

a) El artículo 55 del D.L. N° 670, de 1974. 

Se deroga la norma especial respecto de las inversiones financieras de las instituciones de previsión social (INP), Caja de Previsión de la Defensa Nacional y Dipreca, que dejaba entregada la identificación de los instrumentos financieros a lo dispuesto por el Banco Central y otras entidades sometidas a la normativa general del artículo 3° del D.L. N° 1.056. Con motivo de esta derogación, las instituciones arriba señaladas pasan a quedar sometidas a la normativa general aplicable a los organismos del sector público en esta materia, es decir, podrán invertir en los instrumentos que se determinen mediante autorización del Ministro de Hacienda.

b) El decreto ley N° 1.570, de 1976.

La finalidad de esta derogación es homologar los sistemas de la información de las instituciones de la Defensa nacional y de Orden y Seguridad Pública, con la del resto de las instituciones del sector público, privándola del tratamiento de excepción que establece el cuerpo legal que se deroga. Esta norma contiene tres artículos. El artículo 1° dice relación con la entrega global y centralizada, por parte de las ramas de las FFAA y Carabineros, de la información del movimiento financiero de éstas. El artículo 2° se refiere a la documentación (formulación presupuestaria, de inversión de recursos, planillas de liquidación de remuneraciones del personal) que debe ser mantenida en cada una de estas instituciones. El artículo 3° declara la no aplicación de las normas del D.L. N° 1.263, de 1975, respecto de la utilización de fondos que señala la ley N° 16.256 y artículo 11 de la ley N° 17.329.


El Honorable Senador señor García manifestó preocupación por que la inversión en ciertos instrumentos genere un aumento artificial del precio que genere problemas con el ahorro de los trabajadores y del Estado.


El señor Director de Presupuestos hizo notar que por ello se excluyó las acciones. Establecer límites para los distintos activos elegibles apunta a no cargar la mano a un instrumento o a un mercado específico.


A continuación el señor Ministro de Hacienda se refirió a algunos temas de macro transparencia y reiteró la intención del Ejecutivo de formular indicaciones al proyecto de informe en el momento oportuno.


Recordó que en lo relativo a macro transparencia se estableció la regla de balance estructural como una forma de evitar la tentación de que durante momentos buenos la sociedad gaste más que sus ingresos permanentes, así como evitar también que en los momentos malos se sobre ajuste la economía. Lo anterior se relaciona con el manejo de activos y pasivos al cual aludió el Director de Presupuestos.


Explicó que, por regla, se tiene la costumbre de ahorrar los ingresos extraordinarios que provengan de la circunstancia de que el precio del cobre esté por arriba de su precio de tendencia o porque los ingresos tributarios producto de la demanda interna están también por arriba de su tendencia, en atención a que la economía está operando también por arriba del producto tendencial y viceversa. Esos ahorros se aplican a financiar los períodos más débiles.


Observó que desde el punto de vista de cubrir los riesgos de los períodos malos es importante la forma en que se usan los recursos, en qué monedas, en qué tipo de activos. Destacó que el problema es más complejo de lo que parece por lo siguiente: en rigor se afirmaría que cuando el cobre supera el precio de tendencia y cuando los ingresos tributarios están por arriba del punto de tendencia se ahorra. Sin embargo, la probabilidad de que la economía esté por ingresos internos por arriba de su tendencia está correlacionada con el precio del cobre. A su vez, los ingresos tributarios tienen otros riesgos: inflación y tipo de cambio, ya que el Fisco es un fuerte exportador a través de CODELCO. Hay que diseñar un modelo de activos y pasivos que, atendido el hecho de que éstos no son eventos separables los unos de los otros, busque la estructura de deuda y de activos que minimice los riesgos.


Precisó que se ha establecido que la correlación entre el tipo de cambio real que afecta los ingresos tributarios vía CODELCO con la tasa de interés internacional y los spread soberanos es inversa y también que la correlación entre el tipo de cambio real y el precio del cobre es inversa.


Señaló que por las condiciones actuales y las que se espera para el futuro, la cobertura de riesgos fiscales debiera orientarse predominantemente a ahorros en dólares. Parece paradojal, pero atendido que lo probable es que cuando caiga el precio del cobre, atendidos los niveles de la tasa de interés internacional hoy en día es que los movimientos en el futuro se den con tasa de interés hacia arriba y precio del cobre hacia abajo, lo que ocurrirá es que el tipo de cambio real va a subir y por lo tanto el próximo período de debilidad va a tener un tipo de cambio real más alto y por ello tiene lógica que los ahorros se ubiquen en dólares. Aún más, tiene sentido que se ahorre en instrumentos de renta fija, que es posible hoy en día con las operaciones de derivativos financieros, paguen más cuando el precio del cobre esté bajo y menos cuando el precio del cobre esté alto. Estos fondos se valorizan en los momentos débiles.


Apuntó que, actualmente, producto de que la materia no había sido racionalizada y no obstante que se ha reducido la deuda pública, se ha reducido más la deuda pública en moneda nacional que la deuda en dólares y la posición neta del Gobierno central, activos y pasivos, es de 4,6% puntos del producto, negativo, en dólares. Por ello es lógico que el manejo de activos y pasivos se haga en el largo plazo en dólares.


Hizo presente, además, que la economía no sólo tiene riesgos cíclicos, sino también tendenciales, lo que tiene que ver con la transparencia. Cuando, en la actualidad, el papel de 10 años, en moneda peso, del Banco Central flota a 6,2% y el papel de 10 años, en moneda dólar, del tesoro Americano a 4,7%, mantener esa situación excepcional requiere de un esfuerzo de transparencia creciente. Si las condiciones de acceso a crédito del soberano no son óptimas, es difícil que la cadena hacia abajo, que es más riesgosa, podrá tener la microeconomía financiera adecuada.


Manifestó que más allá del enorme esfuerzo de la Administración saliente por transparentar, todavía hay aspectos que requieren trabajo en ese sentido. Mencionó, al respecto, los riesgos provenientes de deudas contingentes por concesiones y las pensiones, en que una estructura transparente supone provisionar los pasivos que se adquieren hacia el futuro con las leyes hechas en el presente.


Subrayó que, además de los problemas de los pasivos contingentes por concesiones y de las pensiones, está el problema del Banco Central, respecto de lo cual se formulará una indicación. El Banco Central debe preservar la estabilidad de los pagos internos y externos y por ello, al igual que todos los Bancos Centrales, tiene reservas internacionales. Observó que se discute cuál es el stock óptimo de reserva, pero que, atendido que el país se encuentra en un sector con fluctuaciones, hoy en día el Banco Central dispone de un stock de reserva de aproximadamente US$ 15.000.000.000, que representa el 14% del P.I.B. Mantener este stock supone tener capital positivo, porque para que las reservas sean líquidas deben estar invertidas en instrumentos líquidos, de baja clasificación de riesgo, que han sido financiadas con colocación de deuda interna, pero si sólo se tuviera reservas en el lado del activo, y deuda interna para financiar esas reservas, en el lado del pasivo, no podría financiarse, porque el costo de emitir los pasivos internos para el Banco Central sería del orden de 150 puntos base, considerando riesgo cambiario y riesgo país superior al interés que van a obtener. Por tanto, como mínimo tiene que tener un capital que le rente quince mil por ciento cincuenta puntos base, que es más o menos lo que tiene en la actualidad. Si tuviera sólo un activo con ese rendimiento no podría comprar más reservas, y como el P.G.B. crece y lo lógico es que las reservas se mantengan como porcentaje del P.G.B. para garantizar la estabilidad de los pagos externos el capital tiene que ser algo superior, para mitigar el diferencial entre la rentabilidad de los activos y el costo de los pasivos y tener un resultado favorable, para procurar que las reservas sigan al P.I.B. en dólares.


Hizo notar que allí hay un pasivo contingente, por cuanto de no hacer nada, lo que ocurrirá es que, como no tiene ese capital, para mantener la proporción de reserva sobre P.I.B. el Banco Central comenzará a tener capital negativo. Hay una deuda fiscal mal estacionada, porque está estacionada en el Banco Central, debiendo, para efectos de transparencia estarlo en el Fisco.


Destacó que las agencias clasificadoras de riesgo internacionales y los acreedores conocen la situación, por lo que hacen sus propios cálculos y cuando ven cuál es el riesgo chileno suman la situación del Gobierno Central con la del Banco Central, pero lo hacen a su arbitrio, porque no existe una forma transparente de haber sincerado el pasivo.


Informó que lo que propone la indicación que se presentará es que se haga una transferencia de capital al Banco Central, que el Fisco podrá financiar de la manera que estime conveniente, para que estacione los pasivos donde deben estarlo, en torno al 0,5 puntos del P.I.B. durante 8 años. Con ello, los cálculos actuariales permiten que el Banco Central, sin tener pérdida, pueda financiar  el  costo de mantener  reservas  y  hacer  que  la  relación reservas- P.I.B. se mantenga en el tiempo.


Respondiendo una consulta del Honorable Senador señor Ominami el señor Ministro explicó que la razón del diseño de la regla del 1% de superávit radicó en la conciencia de que existían los pasivos contingentes. Si se hubiera mantenido una política de superávit cero, aunque contablemente fuera cero, la deuda efectiva, sumando la deuda contingente, subía a razón de 1% por año. Enfatizó que la capacidad de gasto de la administración depende de cuál sea la política de gasto que se defina, no de cómo se contabilice.


El Honorable Senador señor Ominami expresó que considera que está pendiente una discusión sobre otros temas relativos al Banco Central, como por ejemplo el de la responsabilidad de los directores, por lo que anunció su intención de que la discusión sobre sinceramiento de la deuda del Banco Central vaya aparejada al debate sobre esos otros temas.


La Honorable Senadora señora Matthei observó que mientras el Banco Central no tenga capital positivo las peticiones para que haga algo en relación con el tipo de cambio no tienen sentido porque la entidad no tiene capacidad de maniobra.


El señor Ministro de Hacienda afirmó que tanto en lo referente al fondo de reserva de pensiones como en lo que dice relación con la capitalización del Banco Central hay que dejar una válvula de escape, para hacer frente a situaciones de excepción.


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 22 de septiembre de 2005, se señala:

“De los principales elementos contenidos en este proyecto de ley, dos componentes originarían costo fiscal, uno de naturaleza cierta y otro de orden contingente.


En primer lugar, generará un costo fiscal de $40.205 miles la creación de un cargo de Jefe de Departamento en la planta de personal de la Dirección de Presupuestos, que busca establecer a nivel directivo la conducción superior del nuevo Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado (SIGFE) que se encuentra desarrollando.


Por otra parte, el costo de naturaleza contingente dice relación con la creación del Programa de Contingencia contra el Desempleo que permitirá la asignación de recursos especiales en situaciones de alto desempleo. Lo anterior implicará un costo fiscal anual máximo de 0,5% de las sumas globales de gasto que la ley de presupuestos fije anualmente.


Las restantes propuestas incluidas en este proyecto de ley no significarán un mayor costo fiscal.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto consta en el oficio  N° 5958, de 13 de diciembre de 2005, de la Honorable Cámara de Diputados y es del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

NORMAS SOBRE MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN FINANCIERA Y PRESUPUESTARIA

1. Del Balance Estructural y Política Fiscal


Artículo 1°.- Modifícase el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, de la siguiente manera:

1) Agrégase, a continuación del segundo punto seguido (.), el siguiente párrafo: “Comprenderá, asimismo, una estimación del Balance Estructural del Sector Público, el que será calculado anualmente por la Dirección de Presupuestos, sobre la base de la metodología, procedimientos y demás normas que se establezcan mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda.”.

2) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:

“El Balance Estructural deberá reflejar el balance financiero presupuestario que hubiere presentado el Gobierno Central si la economía se hubiese ubicado en su trayectoria de mediano plazo, excluyendo el efecto de las fluctuaciones cíclicas de la actividad económica y del precio del cobre sobre los ingresos y gastos del Gobierno Central, en el período respectivo.

El decreto a que se refiere el inciso primero, incluirá la manera de recabar la opinión de expertos independientes sobre los factores que determinan la trayectoria de mediano plazo de los ingresos y gastos del Gobierno Central, así como la forma y oportunidad en que deberá informarse el resultado de la estimación del referido Balance.”.

Artículo 2°.- El Presidente de la República, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, establecerá las bases de la política fiscal que se aplicará durante su administración. Copia de este decreto, así como de las modificaciones que se le introduzcan durante su vigencia, deberán ser remitidas a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial de Presupuestos a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2. De los pasivos contingentes y del Fondo de Reserva de Pensiones

Artículo 3°.- Agréganse, en el artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:

“La Dirección de Presupuestos deberá elaborar, anualmente, un informe que consigne el monto total y las características de las obligaciones a las que les ha sido otorgada la garantía o aval del Estado a que se refiere este artículo, el que incluirá, a lo menos, su estructura de vencimiento, el tipo de garantía y beneficiarios. Este informe también deberá incluir una estimación de los compromisos financieros que resulten de la aplicación de disposiciones de carácter legal o contractual que generen pasivos contingentes, tales como la garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, y las garantías otorgadas por concesiones en infraestructura, en conformidad a lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, entre otras.

Con el objeto de hacer frente al costo futuro asociado a la eventual ejecución de cualquiera de dichas garantías, el Ministerio de Hacienda podrá establecer provisiones u otros mecanismos, para lo cual se deberá considerar el riesgo de ejecución de las garantías y el valor esperado de las mismas.

El Estado podrá también cobrar una comisión por el otorgamiento de dichas garantías o avales, cuyo monto y condiciones se determinarán por decretos expedidos a través del Ministerio de Hacienda; este cobro no procederá en aquellos casos en que dichas garantías o avales tengan carácter de obligatorio o irrenunciable para sus beneficiarios. El producto total de las comisiones ingresará a rentas generales de la Nación.”.

Artículo 4°.- Créase un Fondo de Reserva de Pensiones, en adelante “el Fondo”, destinado a complementar el financiamiento de las obligaciones fiscales derivadas de compromisos con el sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en dicho decreto ley y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975.

Artículo 5°.- El Fondo estará constituido y se incrementará con los siguientes aportes:

a) Con un aporte equivalente al cincuenta por ciento de la diferencia entre el superávit efectivo del Gobierno Central en el año anterior y el aporte de recursos que haya sido devengado al Fondo a que se refiere el artículo 12, en el año anterior. Este aporte deberá efectuarse anualmente hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen una cantidad equivalente en pesos a 900.000.000 de unidades de fomento.

Con todo, si el monto resultante del aporte anual señalado en el párrafo anterior fuese inferior al equivalente en pesos a 7.000.000 de unidades de fomento, deberá enterarse un aporte adicional anual por un monto de recursos que permita alcanzar esta última cantidad, procedimiento que regirá hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen la cantidad señalada en el párrafo anterior;

b) Con el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos del Fondo, y

c) Con los demás aportes que establezca la ley.

Artículo 6°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8°, los recursos del Fondo tendrán por objeto exclusivo complementar el pago de las obligaciones a que se refiere el artículo 4° y sólo podrán ser utilizados para este objeto una vez transcurridos diez años desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.

El Fondo se extinguirá de pleno derecho si, habiendo transcurrido quince años a contar del año de entrada en vigencia de esta ley, los giros a efectuarse en un año calendario no superen el cinco por ciento de la suma del gasto en garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales consultado en la Ley de Presupuestos de dicho año.

Habiéndose extinguido el Fondo en el caso indicado en el inciso anterior, podrá girarse en tal oportunidad el total del saldo existente en este para el cumplimiento de su finalidad.

Mediante reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos, procedimientos, modalidades y demás normas necesarias para la aplicación de los recursos del Fondo.

El Ministerio de Hacienda deberá encargar cada tres años la realización de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación al monto correspondiente a la pensión mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611. El resultado de estos estudios deberá formar parte de los antecedentes a que se refiere el artículo 14 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Artículo 7°.- El monto de los recursos del Fondo que podrá ser utilizado anualmente, no deberá ser superior a un tercio de la diferencia producida entre el gasto total que corresponda efectuar en el año respectivo por concepto del pago de las obligaciones a que se refiere el artículo 4° y el gasto total efectuado por dicho concepto en el año 2015, debiendo este último actualizarse anualmente, de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.

Artículo 8°.- Los recursos del Fondo se mantendrán en una cuenta especial del Servicio de Tesorerías, y podrán ser invertidos en los instrumentos financieros que el artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, autorice para el Fondo de Pensiones Tipo E, según las normas y límites que fije al efecto el Ministerio de Hacienda mediante decreto supremo.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, las inversiones que se efectúen con los recursos del Fondo tendrán como únicos objetivos la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad.

3. Del Programa de Contingencia contra el Desempleo

Artículo 9°.- Créase el Programa de Contingencia contra el Desempleo, en adelante “el Programa”, con el objeto de financiar iniciativas o programas intensivos en el uso de mano de obra, bonificar la generación de empleos y, en general, todas las demás medidas que se definan para paliar contingencias de desempleo a nivel nacional, regional, provincial o comunal. Este Programa será aplicado cuando se cumpla alguna de las condiciones que se señalan en el artículo siguiente.

Artículo 10.- El Programa podrá operar cuando la tasa nacional de desempleo trimestral, calculada por el Instituto Nacional de Estadísticas, exceda el promedio de dicha tasa correspondiente a los cinco años anteriores publicados por dicho instituto o cuando la tasa nacional de desempleo trimestral sea igual o superior al diez por ciento.

Igualmente, los recursos del Programa podrán aplicarse sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando en una o más regiones o determinadas provincias, se registre una tasa de desocupación igual o superior al diez por ciento, correspondiendo tal aplicación en las comunas de la región o provincia que presenten las tasas más altas, así como también cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región o provincia sea inferior a éste. En estos casos, el límite indicado en el inciso segundo del artículo 11, se ajustará de acuerdo a la participación de los desocupados de la comuna, provincia o región correspondiente, en relación al total de desocupados a nivel nacional.

La aplicación de los recursos del Programa se efectuará conforme a los lineamientos, mecanismos, procedimientos y demás normas que se establezcan en un reglamento, emanado del Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.

El Ministerio de Hacienda y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, deberán publicar periódicamente una estadística con la cobertura de los programas de empleo financiados con cargo al Programa y las demás iniciativas de empleo financiadas con aporte fiscal directo.

Artículo 11.- La Ley de Presupuestos deberá incluir anualmente el ítem correspondiente al Programa señalado en el artículo anterior.

El Programa se financiará de la siguiente manera:

1. Mediante reasignaciones en la Ley de Presupuestos del respectivo año, las que no estarán afectas a la limitación del inciso segundo del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ni a las que establezca la referida Ley de Presupuestos en conformidad con el inciso tercero de dicho artículo.

2. Mediante la excedibilidad del ítem correspondiente al Programa, la que, para estos efectos, se entenderá comprendida en el artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Los gastos que se originen por aplicación del artículo 10 y estén consignados dentro de la excedibilidad señalada en el párrafo anterior, serán considerados como gastos cíclicos para la estimación del Balance Estructural a que se refiere el artículo 1° de esta ley.

El monto anual de recursos que importe la excedibilidad señalada en el numeral 2 de este artículo, no podrá superar el equivalente en pesos a un 0,5% de las sumas globales de gasto que la Ley de Presupuestos fije anualmente. Los excesos que se produzcan por aplicación de este inciso, deberán ser regularizados en la forma dispuesta en el artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, dentro de los 30 días siguientes al de tramitación del decreto que los disponga.

4. De la Compensación de los Ingresos del Cobre

Artículo 12.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, fusione en un solo Fondo los recursos adicionales a que se refiere el decreto ley N° 3.653, de 1981 y los del Fondo de Compensación para los Ingresos del Cobre constituido conforme al Convenio de Préstamo BIRF N° 2625 CH, y, asimismo, fije la normativa para su operación.

En uso de esta facultad, el Presidente de la República podrá establecer las normas de determinación de los recursos que ingresarán al Fondo fusionado, de su administración, del destino de los recursos que acumule y las demás disposiciones necesarias para su funcionamiento.

Los recursos que a la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que regule el nuevo Fondo, se encontraren depositados en las cuentas correspondientes a los referidos en el inciso primero del presente artículo, se traspasarán a dicho Fondo, al que se efectuarán, además, los íntegros que procedan por aplicación del artículo 2° transitorio de la ley N° 19.030.

TÍTULO II

NORMAS SOBRE GESTIÓN DE ACTIVOS Y PASIVOS DEL SECTOR PÚBLICO

Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar cualquier tipo de contratos o convenios que originen obligaciones de pago a futuro por la obtención de la propiedad o el uso y goce de ciertos bienes, y de determinados servicios. Un reglamento emanado de dicho Ministerio, establecerá las operaciones que quedarán sujetas a la referida autorización previa, los procedimientos y exigencias para acceder a ésta y las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.

Artículo 14.- Para efectos de decidir la inversión financiera de los recursos del Fisco e impartir las instrucciones pertinentes, el Ministro de Hacienda contará con la asesoría de un Comité Financiero, cuya integración, funciones y demás normas de procedimiento serán determinadas mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda.

Con todo, las personas que integren el Comité antes señalado deberán guardar estricta reserva y no podrán utilizar en las recomendaciones que efectúen sobre la materia, información que hayan obtenido en razón de sus funciones o cargos, que no esté disponible en el mercado.

Artículo 15.- Intercálase, en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“El Ministerio de Bienes Nacionales estará facultado para cobrar por el uso y goce de los bienes destinados a que se refiere este artículo. Mediante decreto supremo expedido por este Ministerio, el que deberá ser suscrito además por el Ministerio de Hacienda, se establecerán las condiciones, el procedimiento, la forma de cobro y demás normas necesarias para la aplicación de esta disposición. El producto obtenido por el cobro señalado ingresará a rentas generales de la Nación.”.

TÍTULO III

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 16.- Modifícase el decreto ley N° 1.263, de 1975, de la siguiente manera:

1) En el artículo 19 bis:

a) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “informe” el vocablo “favorable”.

b) Incorpórase, en el inciso cuarto, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo:

“No obstante lo anterior, los estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas serán evaluados e informados por el Ministerio de Defensa Nacional, sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.”.

c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“La identificación presupuestaria a que se refiere este artículo, no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.

2) Sustitúyese, el inciso segundo del artículo 71, por el siguiente:

“Con todo, para efectos de consolidar la información sobre las Estadísticas de las Finanzas Públicas que publique la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Consejo Superior de Defensa Nacional proporcionará a dicha Dirección, información trimestral que contenga los ingresos y egresos comprendidos en el período, para las cuentas definidas en el artículo 3° de la ley señalada en el inciso anterior, así como aquella correspondiente al monto de la deuda vigente. Esta información deberá proporcionarse dentro de los quince días siguientes al término del respectivo trimestre, con la apertura que se determine por decreto supremo conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.”.

Artículo 17.- Créase, en la planta de personal de la Dirección de Presupuestos, establecida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2004, del Ministerio de Hacienda, un cargo de Jefe de Departamento, grado 3 EUS.

Artículo 18.- Derógase el artículo 55 del decreto ley N° 670, de 1974.

Artículo 19.- Derógase el decreto ley N° 1.570, de 1976.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Las disposiciones contenidas en el Título I de esta ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del año 2006.

Artículo 2°.- El mayor gasto fiscal que pudiere representar la aplicación de esta ley durante el año 2005, se financiará con cargo a las provisiones del Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 10 de marzo de de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 10 de marzo de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 13 DEL DFL. N° 120, DE HACIENDA, LEY ORGÁNICA DE LA POLLA CHILENA DE BENEFICIENCIA 

(2815-05)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:

La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro.


La Cámara de Diputados, en sesión de fecha 18 de enero de 2006, designó como integrantes de la referida Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Julio Dittborn Cordua, Enrique Jaramillo Becker, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Alejandro Navarro Brain y José Miguel Ortiz Novoa.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 7 de marzo de 2006, designó como miembros de la misma a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Hacienda.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 8 de marzo de 2006. En esa oportunidad, por unanimidad eligió como Presidente al Honorable Senador señor Carlos Ominami Pascual, quien lo era también a la fecha de la Comisión de Hacienda del Senado y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.

- - -

A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°


El Senado, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente artículo 1°, nuevo:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del decreto con fuerza de ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5” por “6,0”; los numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10” por “12”; en el numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2” por “8”; en el numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5” por “20”; en el numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1” por “2”; en el numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3” por “5”; en el numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6” por “10”; y en el numeral 14, que pasa a ser 11, “6”, por “7”.

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.


La Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó la incorporación del artículo 1° precedentemente transcrito.


Iniciada la discusión en relación con la inclusión de nuevos beneficiarios, el Honorable Senador señor Ominami recordó que existe un compromiso formal del Ejecutivo en orden a asignar a la Asociación de Guías y Scouts de Chile, vía Ley de Presupuestos, una cantidad equivalente a la que habría recibido dicha institución si hubiera sido incorporada en la nómina de beneficiarios del decreto con fuerza de ley N° 120.


El Honorable Diputado señor Navarro hizo presente que en la Cámara de Diputados se había manifestado la inquietud de los parlamentarios por la inclusión de la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez, como beneficiaria de recursos provenientes de los juegos de la Polla Chilena de Beneficencia, dado que se trata de una institución que geográficamente tiene un rango de influencia muy acotado, ante lo cual se prefería una de carácter nacional.

El Honorable Senador señor Ominami explicó que la incorporación a dicha nómina de la Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez no obedece a una iniciativa parlamentaria sino que se originó en la aprobación en el Senado de una indicación de S.E. el Presidente de la República en tal sentido.


El Honorable Diputado señor Ortiz observó que las sumas de dinero que percibiría la nueva entidad beneficiaria no serían de un monto muy elevado.


El Honorable Diputado señor Navarro opinó, asimismo, que la Administración entrante debiera abordar el tema de los mecanismos de concursabilidad para la obtención de recursos, de manera de evitar la discrecionalidad en la materia.


- La Comisión Mixta dejó constancia de que en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos debe analizarse el tema y contemplarse un mecanismo de carácter general y permanente de acceso a subvenciones públicas y de la incorporación de nuevas organizaciones en calidad de beneficiarias.


- En atención a las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, aprobó el artículo 1°, nuevo, aprobado por el Senado en segundo trámite constitucional.


El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger y Ominami, y Honorables Diputados señores Dittborn, Kuschel, Navarro y Ortiz.
- - -


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de efectuaros la siguiente proposición como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional:

Artículo 1°


- Consultar como tal el artículo 1° del texto propuesto por el Senado.

(Unanimidad 7x0).

- - -

A título meramente informativo, cabe hacer presente que, con la proposición de la Comisión Mixta incorporada, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 13 del decreto con fuerza de ley N° 120, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que contiene la Ley Orgánica de la Polla Chilena de Beneficencia S.A., cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 152, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:

1) Reemplázase en el numeral 1.-, la frase “Banco Nacional de Sangre”, por “Fondo Nacional de Salud”.
2) Deróganse los numerales 2, 5 y 11, modificándose la numeración correlativa subsiguiente y sustitúyese el actual numeral 9, que pasa a ser 7, por el siguiente:

“7.- Fundación de Beneficencia Aldea de Niños Cardenal Raúl Silva Henríquez 15%”.

3) Reemplázanse los guarismos previstos en los siguientes numerales, de la siguiente forma:

En el numeral 1.-, “2,5” por “3,0”; en el numeral 3.-, que pasa a ser 2.-, “2,5” por “6,0”; los numerales 4.- y 6.-, que pasan a ser 3.- y 4.-, “10” por “12”; en el numeral 7.-, que pasa a ser 5.-, “2” por “8”; en el numeral 8.-, que pasa a ser 6.-, “15,5” por “20”; en el numeral 10., que pasa a ser 8.-,“1” por “2”; en el numeral 12.-, que pasa a ser 9.-, “3” por “5”; en el numeral 13.- que pasa a ser 10.-, “6” por “10”; y en el numeral 14, que pasa a ser 11, “6”, por “7”.

4) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes, en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo 2°.- Modifícase el inciso primero del artículo 6° de la ley N° 18.568, que establece normas sobre Lotería de Concepción, del siguiente modo:

1)    Suprímense    las    siguientes    referencias:

“-Fundación Graciela Letelier de Ibáñez – CEMA CHILE 3,0%” y “Corporación de Ayuda al Menor – CORDAM 3,0%”.

2) Reemplázanse los guarismos “2,0%” por “4,0%” y “4,0%” por “5,0”, correspondientes a Cruz Roja de Chile y al Servicio de Salud, Concepción-Arauco para el Hospital "Guillermo Grant Benavente", respectivamente.

Asimismo, sustitúyese el guarismo “3,0%”, correspondiente a la Corporación Nacional de Protección a la Ancianidad - CONAPRAN y a la Corporación de Ayuda al Niño Limitado –COANIL, por “4,5%”, respectivamente.

3) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero y final:

“A partir de la fecha en que cualquiera de las entidades beneficiarias deje de desarrollar el fin principal para el cual fue instituida, que se declarará mediante decreto supremo fundado expedido a través del Ministerio de Hacienda o de Justicia, en el caso de las Corporaciones o Fundaciones, cesará en su derecho a participar del fondo a que se refiere este articulo y el porcentaje previsto a su respecto acrecerá al de los beneficiarios restantes en proporción a la respectiva participación que a aquellos corresponda.”.

Artículo transitorio.- La presente ley comenzará a regir treinta días después de su publicación en el Diario Oficial.".
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 8 de marzo de 2006, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Edgardo Boeninger Kausel y José García Ruminot, y de los Honorables Diputados señores Julio Dittborn Cordua, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Alejandro Navarro Brain y José Miguel Ortiz Novoa.


Sala de la Comisión, a 9 de marzo de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario.
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